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			INTRODUCCIÓN

			El Derecho del Trabajo es una de las ramas más cambiantes de nuestro ordenamiento jurídico. Los destinatarios de Nociones de Derecho del Trabajo son, principalmente, alumnos que cursan la asignatura en Titulaciones Universitarias no jurídicas (Grados en Administración y Dirección de Empresas, Comercio, Turismo, Ciencia Política y Administración Pública, Gestión Pública, Periodismo, Relaciones Laborales y Recursos Humanos, Ciencias del Trabajo u otros estudios y en diferentes Postgrados universitarios) pero también el texto puede ser útil para distintos agentes de la vida social y económica que quieran aproximarse al momento presente del Derecho del Trabajo o, simplemente, actualizar contenidos. La viveza de esta disciplina hace necesario elaborar textos académicos que permitan conocer la regulación vigente de las instituciones jurídico-laborales muchas veces convertida, a golpe del cúmulo de las continuas reformas laborales, en inaccesible, compleja, renuente, desordenada, asistemática...

			La obra Nociones de Derecho del Trabajo busca hacer asequible la ordenación jurídica de las relaciones de trabajo. Se pretende ofrecer seguridad y solidez a quien quiere o necesita conocer hoy la organización e instituciones que comprenden el Derecho del Trabajo. El Manual contribuye, dentro del numeroso elenco de libros que compendian el Derecho del Trabajo, al acercamiento claro, directo y sencillo del Derecho a estudiantes y profesionales de universos no legales. Para su elaboración se ha seguido una estructura idéntica a lo largo de todos sus capítulos: después del desarrollo de cada lección, junto con algunos materiales de apoyo, se incorporan textos para el debate para la mejor comprensión de la materia abordada, normalmente, a través de cuestiones de actualidad jurídica, e incluye casos prácticos para afianzar el conocimiento aplicado, finalizando cada tema con un test que permite prepararse para la autoevaluación a quienes se enfrentan al estudio de la disciplina. Así se introduce al alumno al Espacio europeo de educación superior, cumpliendo sus exigencias, pero sin renunciar a las sólidas esencias seculares de las enseñanzas superiores.

			Las sucesivas reformas laborales requieren, para su comprensión, del análisis de cada institución en clave evolutiva, para entender así sus transformaciones, avances y también repliegues. A esa evolución se unen los constantes cambios en la organización empresarial, los nuevos usos y métodos productivos, la irrupción de la tecnología de la información en el mundo del trabajo, el desgajamiento incesante de la actividad productiva, la internacionalización de la relación laboral, la deslocalización del trabajo, las migraciones de mano de obra, la creciente especialización de la normativa laboral en el empleo público, etc. Las reformas de las relaciones laborales se ligan en las últimas etapas a lo que se viene denominando el mercado de trabajo, de manera que las Leyes del Trabajo y, su principal norma, el Estatuto de los Trabajadores, han venido variando su inicial carácter tuitivo de la relación individual para servir, con carácter general, a la creación y fomento del empleo, siguiendo las líneas diseñadas por la Unión Europea en su Estrategia europea del empleo, marcadas éstas por una dinámica flexibilizadora de las relaciones laborales y la constante (re)adaptación de las leyes a las estructuras económicas, renunciando a seguridades jurídicas en favor de una pretendida seguridad económica mediante continuas modificaciones legales, no siempre estables, ni quizá atinadas, a la vista de las repetidas correcciones técnicas y de fondo de la normativa laboral que, año tras año, realiza el legislador.

			El libro se estructura en doce temas, comienza con el indispensable acercamiento al nacimiento y evolución del Derecho del Trabajo (Tema I), para así proceder al análisis del trabajo por cuenta ajena, ofrece una aproximación al concepto de Derecho del Trabajo, el examen de las fuentes de la relación laboral deteniéndose en el convenio colectivo como fuente normativa específica de esta disciplina jurídica y a los singulares principios aplicativos de las normas laborales (Temas II a IV); para luego escudriñar con cierto detalle la relación individual de trabajo, el contrato de trabajo, las partes de la relación laboral y las garantías laborales en estructuras empresariales complejas —con detenimiento en las contratas y subcontratas y las ETT—, la duración del contrato de trabajo y las diferentes modalidades contractuales permitidas en atención a su temporalidad (Temas V y VI); y así después, detenerse en los principales ejes de las instituciones laborales que nos acercan a la dinámica de toda relación laboral: la ordenación del tiempo de prestación de servicios mediante la regulación de la jornada de trabajo, el salario como principal contraprestación del trabajo, con sus privilegios y garantías, y los derechos y deberes de las partes, estudiando las facultades concedidas al empresario para el ejercicio de sus poderes directivos y organizativos en la empresa (Temas VII a IX), las modificaciones que pueden acontecer en una relación de vida larga como lo es el contrato de trabajo, denominadas vicisitudes de la relación laboral y las causas de suspensión del contrato de trabajo (Tema X), hasta llegar a la extinción del vínculo contractual y el estudio de la institución nuclear del despido como forma extintiva por voluntad del empresario (Tema XI). La última sección se acerca a la relación jurídica con la Seguridad Social como disciplina autónoma dirigida a la protección social, pero enraizada con fuerza en la relación laboral, acercando al estudiante a la cotización del trabajo asalariado en el Régimen General de la Seguridad Social, que permitirá el acceso a las prestaciones y pensiones públicas ofrecidas por el Sistema de Seguridad Social (Tema XII).

			Los autores somos profesores de Universidad, todos hemos compartido docencia en distintos centros de la Universidad de Valladolid y coincidido en algún momento de nuestra vida académica en la Escuela de Estudios Empresariales, actual Facultad de Comercio. Al aporte didáctico se une la dilatada experiencia práctica como abogados laboralistas de dos colaboradores. El Libro sapiencial de los Proverbios (Pro 9,1) proporciona a la Universidad de Valladolid su lema: la Sabiduría ha edificado su casa, sabemos que esta edificación no se agota en un curso escolar, la construimos con el transcurrir de los años y gracias a los alumnos que pasan por ella, cuando nos enseñan, aun sin saberlo, a afianzar nuestra formación académica como docentes, a ellos va dedicada la obra. Nociones del Derecho del Trabajo es el resultado de nuestra preocupación por la docencia universitaria, tras una elaboración repetida a lo largo de casi dos décadas de unos textos fiables para el aprendizaje del Derecho en titulaciones no jurídicas, facilitando a los estudiantes unos apuntes de clase, suministrados por el propio profesor, anualmente reelaborados, que hoy ven la luz como Manual jurídico.

			Sólo nos queda agradecer a la editorial Tecnos la confianza depositada en nosotros al publicar este compendio. El lector y el paso del tiempo harán juicio de la labor realizada.

			NOEMÍ SERRANO ARGÜELLO

			Coordinadora

			Profesora Titular de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social

			En Valladolid, agosto de 2014

		

	
		
			TEMA I

			EL NACIMIENTO Y LA EVOLUCIÓN DEL DERECHO DEL TRABAJO

			LAURENTINO J. DUEÑAS HERRERO

			PTEU de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social

			Facultad de Comercio de la Universidad de Valladolid

			SUMARIO: 1. LOS PRESUPUESTOS DEL NACIMIENTO DEL DERECHO DEL TRABAJO. 1.1. La revolución industrial. 1.2. El pensamiento liberal. 1.3. El movimiento obrero. 1.4. La intervención del Estado. 2. LA CONSOLIDACIÓN DEL DERECHO DEL TRABAJO. 2.1. Internacionalización. 2.2. Constitucionalización. 3. EL NUEVO SISTEMA DE RELACIONES LABORALES EN ESPAÑA. 3.1. La cuestión social y la evolución normativa laboral. 3.2. La Constitución de 1978. A) Derechos fundamentales y libertades públicas. B) Derechos y deberes de los ciudadanos. C) Principios rectores de la política social y económica. 4. EL ESTATUTO DE LOS TRABAJADORES Y SUS REFORMAS. 5. OTRAS NORMAS RELEVANTES EN EL ÁMBITO LABORAL. 5.1. La Ley Orgánica de Libertad Sindical. 5.2. La Ley Reguladora de la Jurisdicción Social. 5.3. La Ley General de la Seguridad Social. 5.4. Otras leyes laborales. 6. TEXTOS PARA EL DEBATE. 6.1. Recurso de inconstitucionalidad contra el Real Decreto-ley 17/1977. 6.2. ¿El derecho del trabajo es un ordenamiento compensador e igualador? 6.3. ¿Es correcta la permanente utilización del Decreto-ley como instrumento normativo? 6.4. ¿Debe respetar el empresario el ejercicio del derecho de huelga aunque existan indicios de que es ilegal o irregular? 6.5. ¿Interceptar el correo electróncio y las comunicaciones del trabajador vulnera los derechos a la intimidad personal y al secreto de las comunicaciones? 6.6. Recurso de inconstitucionalidad contra la Ley 3/2012. 7. TEST.

			1. LOS PRESUPUESTOS DEL NACIMIENTO DEL DERECHO DEL TRABAJO

			La esclavitud o la servidumbre feudal, de base económica agraria, fueron situaciones de dominio, donde el trabajo consistía en la entrega forzosa de un esfuerzo físico necesario para sobrevivir y no tenía ninguna regulación jurídica. Hablar de un Derecho del Trabajo en esa época es por completo ilusorio (BORRAJO), su nacimiento tiene lugar en un concreto momento histórico donde es necesario regular el fenómeno del trabajo humano prestado en régimen de libertad, de forma voluntaria en la teoría, asalariado y por cuenta de otro (ajenidad), que es quien organiza y dirige el proceso productivo (dependencia).

			Las relaciones de jerarquía en el quehacer artesanal de las cofradías y gremios del medievo no son incipiente Derecho del Trabajo, éste se inicia al tiempo que una nueva forma de prestarlo, la fábrica. A partir del advenimiento de la sociedad capitalista, a través de la revolución burguesa, se puede empezar a hablar de un cambio en el modo de producción, desaparece el feudalismo y surge el capitalismo para dar respuesta al problema social creado por el nuevo sistema de economía industrial, basado en el protagonismo de las ciudades y de dos clases sociales antagónicas: la burguesía y el proletariado. Aparece un centro productivo de gran tamaño, que trae consigo el trabajo manufacturado a gran escala, obligando al hacinamiento del proletariado en los lugares del trabajo y en los barrios de la urbe. Todo ello describe unas condiciones de vida lamentables y un paisaje desolador, caldo de cultivo para cualquier revolución social.

			El Derecho del Trabajo en nuestro país no se manifiesta de forma automática como un derecho especial y distinto del Derecho Civil o común. A pesar de la transformación en los sistemas productivos, la relación contractual del trabajo prestado para otro se regulaba por el Derecho común y, más concretamente, a través de la figura del arrendamiento de servicios (actualmente esta figura contractual se recoge en los arts. 1.583 a 1.587 del Código Civil español). La regulación de las relaciones entre capital y trabajo se reducía al libre juego de la voluntad autónoma de las partes; más que dar una solución al problema, el Derecho privado lo radicalizaba y partía de una igualdad formal inviable, de ahí, la emergencia de un sistema normativo independiente que buscó, más que la igualdad de las personas, la nivelación de desigualdades que entre ellas existían (BORRAJO).

			A finales del siglo XIX y principios del siglo XX se empieza a construir un conjunto sistemático de principios y normas que regula el trabajo por cuenta ajena. El nuevo Derecho sólo nacerá cuando aparezcan las circunstancias propicias para el establecimiento de relaciones laborales por medio del contrato de trabajo, más aun, cuando se pueda crear un sistema normativo propio que regule tales relaciones. A raíz del surgimiento de una organización compleja de la producción, que dio origen a la revolución industrial, se consolidará un Derecho propio para aplicarse en las fábricas. El tránsito hacia la sistematización de un «derecho obrero y del trabajo» en España requisó la concurrencia de un elenco de factores perfectamente alineados por PALOMEQUE: desarrollo acelerado de una legislación obrera; reforzamiento del intervencionismo orgánico; regulación singular del contrato de trabajo al margen de los arrendamientos de servicios; la presencia del primer código o recopilación oficial de leyes del trabajo; la constitución de la Organización Internacional del Trabajo (OIT); y, en fin, la elaboración doctrinal; únicamente añadir la constitucionalización de una serie de derechos laborales y la respuesta obrera por medio de conflictos colectivos revolucionarios y de la unión sindical. A continuación se analizan los presupuestos que marcaron la aparición y generalización del Derecho del Trabajo en Europa.

			1.1. LA REVOLUCIÓN INDUSTRIAL


			En los siglos XVII, XVIII y XIX, se producen una serie de modificaciones técnicas de forma lenta y acumulativa. Las transformaciones sufridas en este período son la consecuencia de factores de distinto tipo:

			— Demográfico. Las grandes migraciones del campo a la ciudad y la generalización del trabajo por cuenta ajena en masa.

			— Político. Las revoluciones francesa e inglesa producen un cambio en las estructuras del poder por el ascenso de una nueva clase social, la burguesía.

			— Financiero. Las acumulaciones de capital y el nacimiento de las grandes fortunas vinculadas a los descubrimientos geográficos.

			— Mercantil. El comercio a gran escala con las colonias, ayudado por la mejora en las comunicaciones.

			El trabajo y el capital se encontraban unidos en la persona del artesano, pero la revolución industrial trajo consigo un cambio en la titularidad de los medios de producción, que se reflejó en dos manifestaciones que implementadas llevaron al surgimiento del proletariado:

			a) La primera es una nueva organización del trabajo. Se pasa del pequeño taller a la gran fábrica, ello supone la separación y división del trabajo, así como la especialización, porque el artesano pasa a convertirse en asalariado.

			b) La segunda es la transformación de la estructura de la población. Hasta entonces la mano de obra era fundamentalmente rural y ahora pasa a ser predominantemente urbana.

			c) De las dos realidades analizadas se infiere algo nuevo y desconocido hasta ese momento, la clase obrera como grupo social caracterizado por la circunstancia de no poseer ni controlar los elementos de producción, de tal manera que la única posibilidad de subsistencia consiste en trabajar para otros. Éste es el sustrato de una nueva forma de trabajar: el proletariado industrial.

			1.2. EL PENSAMIENTO LIBERAL


			El liberalismo es una consecuencia de la revolución burguesa y puede explicarse desde distintas teorías o pensamientos:

			— Económicos. La escuela fisiocrática afirmaba que el funcionamiento del sistema económico no necesitaba la intervención del gobierno —laissez faire— (QUESNAY) y la teoría del mercado libre (ADAM SMITH) defendía que la oferta y la demanda tenían su propia fuerza como normas reguladoras del mercado. Aquí se asentaron las bases del capitalismo moderno.

			— Jurídicos. Es el triunfo del individualismo y el Estado no puede alterar las relaciones privadas, sino convertirse en el garante de la autonomía individual.

			— Políticos. Bajo el influjo de la revolución inglesa y, sobre todo, la francesa, es la época de las grandes declaraciones sobre los derechos humanos: «todos los hombres nacen libres e iguales ante la ley», lo que supone la aparición de sujetos que pueden contratar y fijar libremente las condiciones de trabajo.

			— Laborales. El liberalismo conlleva la destrucción del sistema gremial —donde la posibilidad de desempeñar un trabajo se encontraba limitada por la pertenencia a un gremio determinado— y la imposición del sistema de libertad de profesión para cualquier ciudadano. Sin embargo, con esta doctrina se producen unas consecuencias bastante distintas a las que posiblemente se pretendieron, así la libertad de contratación —que suponía la puesta en contacto de dos personas para regular su relación a través de la autonomía de la voluntad— en la relación laboral lleva a la preponderancia del empresario, que es la parte más fuerte del contrato. De tal forma que la teórica igualdad de trabajador y empleador en la práctica no se producía.

			Con el nuevo sistema productivo se suprimen y prohíben los denominados «cuerpos intermedios». Entre el empresario y el obrero no debe existir nadie, a ello lleva el principio de la libre competencia, que se consideraba vulnerado por la existencia de los estamentos intermedios. Desde el propio Estado, como sucedió en Francia con la Ley Chapelier (1791), se reguló la prohibición de asociaciones de trabajadores que con su unión pudiesen influir en la fijación de las condiciones de trabajo. Las consecuencias de la debilidad negociadora de los trabajadores fueron funestas: grandes jornadas laborales, producción de muchos accidentes de trabajo, desprotección social en casos de enfermedad o vejez, trabajo de menores, etc. A través de la literatura encontramos fiel reflejo de ésta época (por ejemplo, las novelas de DICKENS o ZOLA).

			1.3. EL MOVIMIENTO OBRERO


			Ante la situación descrita, a pesar de la existencia de la prohibición de los cuerpos intermedios y, en consecuencia, de la unión en defensa de los propios derechos, los trabajadores son conscientes de que la única forma de defender sus intereses es mediante la creación de asociaciones que ayuden a superar la situación de desigualdad subyacente en la relación individual entre cada empresario y trabajador, donde este último se veía obligado a aceptar siempre las condiciones fijadas por aquél. De esta manera brota en el siglo XIX el denominado movimiento obrero, que se puede calificar como un tiempo de lucha de los trabajadores por su derecho a asociarse a través del sindicalismo. En España, desde 1839, el primer asociacionismo obrero se articuló principalmente en tres direcciones complementarias: mutualismo (sociedades de socorros mutuos), cooperativismo (cooperativas de consumo y producción) y sindicalismo (sociedades de resistencia).

			La «conciencia de clase» tiene su explicación en el hecho de que los trabajadores no aceptaban su inferioridad social ni la imposición de un sistema económico consistente en que la propiedad de los medios de producción se encontraba en manos de un sector reducido de la población. Ante esta situación las ideologías predominantes en los movimientos sindicales más importantes fueron el anarcosindicalismo, el socialismo y posteriormente el comunismo, que a pesar de sus importantes diferencias coincidieron en el intento de derrocar y acabar con el capitalismo como forma de producción. En España, la aparición de una «conciencia obrera» dentro de la clase trabajadora data del período comprendido entre 1868 y 1875.

			1.4. LA INTERVENCIÓN DEL ESTADO


			Debido a la posición adoptada por el movimiento obrero —que intenta convertir sus reivindicaciones en leyes— y por la actitud ofensiva y racionalizadora del poder constituido —que trata de mantener el sistema de producción dominante— se hace imprescindible la intervención del Estado como fuerza de contrapeso entre ambos. De esta forma, el Estado abandona su actuación represora y comienza a mediar en las relaciones laborales, en palabras del profesor BAYÓN, renuncia a ser liberal para continuar siendo capitalista.

			Este período se caracteriza por la «cuestión social». El Estado tomó parte frente a los poderosos factores o elementos que jugaban en contra de la convivencia y orientó su actuación hacia un camino de integración social y no de laissez faire. Se puso en tela de juicio todo el sistema, produciéndose una situación de crisis donde el Estado ya no era un simple espectador y se encontraba obligado a interponerse en las relaciones privadas; se quebró el dogma de la autonomía individual y, por primera vez, se regularon por el poder público las condiciones a las que debía someterse el contrato de trabajo fuera del ámbito del Derecho Civil.

			Con la lucha obrera y la intervención del Estado se comienza a regular la relación laboral despegada de la civil, limitándose, al menos en parte, los amplios poderes que tenía el empresario durante el liberalismo. En el proceso de aparición del Derecho del Trabajo se encuentra siempre latente el binomio lucha sindical de los trabajadores y respuesta del Estado. El trabajo por cuenta ajena ya no se regula mediante la figura del arrendamiento de servicios sino por normas nuevas y específicamente laborales, surge un ordenamiento distinto del Derecho Civil.

			La configuración del Derecho del Trabajo tiene lugar a través de dos tipos de disposiciones:

			a) Legislación administrativa referida a aspectos parciales del contrato de trabajo. En esta primera etapa, al contrario que en la actualidad, no va a existir una regulación completa del contrato de trabajo, sino que las disposiciones estatales se van a limitar a aprobar medidas protectoras de los trabajadores más desprotegidos (mujeres, niños, ancianos) y también frente a los riesgos derivados del trabajo (la protección ante el accidente laboral).

			b) Contratos colectivos producto de la autonomía negociadora. La lucha obrera en el intento de mejorar su situación produce un nuevo instrumento regulador de las condiciones de trabajo, los acuerdos laborales entre empresarios y asociaciones de trabajadores, embrión de los actuales convenios colectivos.

			En conclusión, si desde la clase trabajadora el Derecho del Trabajo podía haber sido revolucionario, desde el Estado liberal burgués se transfiguró en reformista o pacificador y, además, se le imprimió un carácter defensor o tuitivo, teóricamente en beneficio del trabajador manufacturero.

			2. LA CONSOLIDACIÓN DEL DERECHO DEL TRABAJO

			El factor remoto desencadenante del proceso de formación del Derecho del Trabajo fue la revolución industrial y, más próximamente, factores de tipo social. A esto hay que añadir la interferencia estatal, que penetró paulatinamente hasta las entrañas de las relaciones de trabajo, en vez de permanecer neutral en la solución del conflicto social (ALONSO OLEA). Todo el proceso histórico descrito en páginas anteriores debe completarse con otras dos claves en el devenir del Derecho del Trabajo: la constitucionalización y la internacionalización, que definitivamente lo configuraron como un ordenamiento autónomo.

			2.1. INTERNACIONALIZACIÓN


			Se perfila la idea de que lo que ocurra en un país en materia laboral puede trascender a la comunidad internacional, hecho motivado fundamentalmente por los movimientos migratorios y el interés de los Estados en proteger a sus trabajadores allá donde se encuentren. Además, las organizaciones empresariales están interesadas en que el precio del valor trabajo en los diversos países sea similar, con la finalidad de que esta variación en el coste de producción no sea un factor que altere las reglas de competencia en el comercio internacional. Asimismo, por parte del movimiento obrero también se defendía la internacionalización de las condiciones de trabajo como forma de igualar derechos de los trabajadores entre los diferentes países. Como ha significado VALTICOS se produce una coincidencia en la bondad de la internacionalización del Derecho del Trabajo por parte de los tres grupos interesados: Estados, trabajadores y empresarios.

			— Estados. Los diversos gobiernos europeos constatan que lo que ocurra en un determinado país puede tener trascendencia para la comunidad internacional, lo cual mueve a los Estados a preocuparse por una normativa laboral unificadora.

			— Trabajadores. Son conscientes de que los sindicatos en los principales países reivindican prácticamente las mismas ventajas. Las organizaciones nacionales de los trabajadores ven que el problema social alcanza unas dimensiones que van más allá de sus fronteras y adquiere un ámbito supranacional, por tener el capitalismo tal naturaleza, surgiendo la necesidad de la organización obrera en ese mismo ámbito.

			— Empresarios. También tienen interés en unificar las diversas legislaciones para que las condiciones laborales no sitúen a unos en mejor posición que otros a la hora de poner en venta sus productos (lo que hoy podemos denominar el dumping social).

			El primer paso para la internacionalización del Derecho del Trabajo se produjo con la creación de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el 28 de junio de 1919, como parte del Tratado de Versalles, al final de la Primera Guerra Mundial, que tuvo su referente en la Asociación Internacional para la Protección Legal de los Trabajadores (Basilea, 1901). En la Sección I —Organización del Trabajo— de la Parte XIII del Tratado, se manifiesta que nace para mejorar las condiciones de trabajo que por el grado de injusticia, miseria y privaciones que entrañan para un gran número de personas y por el descontento que en consecuencia causan, constituye una amenaza para la paz y armonía universales.

			2.2. CONSTITUCIONALIZACIÓN


			La constitucionalización de los derechos laborales hará posible la sistematización y conformación del Derecho del Trabajo, pasando de ser un conjunto heterogéneo de normas a un cuerpo coherente y sistemático. El constitucionalismo social y el acceso de los principios básicos informadores del Derecho del Trabajo a las Constituciones son relativamente recientes, los antecedentes están en la Constitución mexicana de Querétaro de 1917 y en la alemana de Weimar (1919), promulgada a consecuencia de la finalización de la Primera Guerra Mundial (1914-1918). En España hay que remontarse a la Constitución de 1931, donde no sólo se plasmaron una serie de derechos laborales, sino que se llegó a definir a España como una República de trabajadores de todas las clases (art. 1.º).

			El principal rasgo caracterizador de esta constitucionalización reside en el hecho de que por primera vez se recogen en las Constituciones derechos que son típicamente laborales, entre otros: insistencia en el principio de igualdad ante la ley; proclamación del deber y derecho del ciudadano al trabajo; derecho a la percepción de un salario justo; derecho a la formación; derecho al descanso; derecho a la asistencia sanitaria; o derecho a la participación en beneficios. Esto sucede en la actual Constitución española de 1978 que, como se verá más adelante, ha supuesto el renacer de un nuevo sistema de relaciones laborales con el reconocimiento del derecho a la huelga, la libertad de sindicación y el derecho a la autonomía colectiva o a la negociación colectiva como fuente del Derecho del Trabajo.

			De lo expuesto cabe advertir que el Derecho del Trabajo se concreta en un aparato normativo de origen estatal y convencional, cuya función es ordenar las relaciones nacidas entre sujetos individuales y colectivos en virtud del trabajo libre, remunerado, dependiente y por cuenta ajena, con la finalidad de garantizar la tutela o compensación de cualquiera de las posiciones en que se encuentra el trabajador, dentro de un sistema productivo determinado y de unas formas de organización de la actividad económica.

			3. EL NUEVO SISTEMA DE RELACIONES LABORALES EN ESPAÑA

			3.1. LA CUESTIÓN SOCIAL Y LA EVOLUCIÓN NORMATIVA LABORAL


			En España, al igual que en el resto de Europa, el movimiento obrero provoca la intervención del Estado en las relaciones laborales. En el proceso de aparición del Derecho del Trabajo se encuentra siempre latente el binomio lucha sindical y respuesta del Estado. Como ut supra se ha manifestado el profesor BAYÓN expresó esta tensión afirmando que el Derecho del Trabajo surge cuando el Estado renuncia a ser liberal para continuar siendo capitalista. Hasta 1873 tan sólo puede hablarse de precedentes aislados de escasa relevancia y, en todo caso, de proyectos y preparativos normativos. La primera manifestación de esta intervención estatal se produjo durante la I República, fue la denominada Ley Benot (26 de julio de 1873), reguladora del trabajo e instrucción de los niños obreros de ambos sexos; hay que resaltar que por parte de la Sociedad protectora de niños, se pidió a los poderes públicos que —por su desconocimiento e inobservancia— fuese publicada de nuevo en la Gaceta. Las leyes sobre accidentes de trabajo (1900), mujeres y menores (1900) y descanso dominical (1904), constituyeron, sin la menor duda, la base de sustentación del edificio de la legislación obrera en España. El año 1900 puede ser considerado, con certeza, como la fecha inicial efectiva del «movimiento legislativo obrero» (PALOMEQUE), porque se inició «una corriente francamente intervencionista» (DATO). Según el Instituto de Reformas Sociales, de la espectacularidad en la progresión normativa de la legislación obrera durante los primeros años del siglo da puntual referencia el siguiente dato: en el período comprendido entre 1900 y 1910 se dictaron en España un total de 531 disposiciones de carácter sociolaboral (30 leyes, 101 reales decretos, 356 reales órdenes, 37 circulares y 7 disposiciones varias).

			El resultado fue una legislación excepcional, en cuanto recortaba las disposiciones que sobre el arrendamiento de servicios regulaba el Código Civil de 1889 y se oponía a la inspiración liberal de la época. Hay un intervencionismo científico, primero con la creación de la Comisión de Reformas Sociales (1873) y después con el Instituto de Reformas Sociales (1903), que investigaron sobre la situación real de los trabajadores y propusieron auténticos proyectos legislativos. La secuencia normativa posterior, que va configurando el Derecho laboral en nuestro país, tiene como hitos más importantes los siguientes:

			— 1906. Se creó la Inspección de Trabajo, que empezó a funcionar con importantes dificultades, pero contribuyó a dar mayor efectividad al ordenamiento laboral vigente.

			— 1908. Se fundó el Instituto Nacional de Previsión y se crearon los Tribunales Industriales. Inicialmente las reclamaciones judiciales con base en la relación laboral eran de la competencia de los Tribunales civiles. La Ley de Accidentes de Trabajo de 1900 había atribuido el conocimiento de los conflictos surgidos en su aplicación a los Juzgados de Primera Instancia establecidos en la Ley de Enjuiciamiento Civil, conforme los procedimientos recogidos en la misma (de las pretensiones basadas en las normas incipientes de Derecho del Trabajo conocía la jurisdicción civil). Los Tribunales Industriales, creados por la Ley de 19 de mayo de 1908, luego modificada en 1912, fueron los primeros órganos jurisdiccionales específicos de trabajo.

			— 1919. Se aprobó el Decreto de 15 de marzo de 1919, sobre la jornada máxima de ocho horas, que extendió la limitación de la jornada a todos los sectores económicos, pero con una amplia lista de excepciones. También se promulgó el Real Decreto, de fecha 11 de marzo, por el que se establece el primer Seguro Social (Retiro Obrero Obligatorio).

			— 1920. Se creó el Ministerio de Trabajo, que había tenido sus antecedentes en el Instituto de Trabajo de 1902 y en el Instituto de Reformas Sociales de 1903.

			— 1926. En la Dictadura de Miguel Primo de Rivera, el 23 de agosto de 1926 se aprueba por Real Decreto-ley el primer Código de Trabajo (Código de Aunós, que sistematiza y recopila el conjunto de normas laborales anteriores). En este año se crearon los denominados Comités Paritarios, que tenían atribuidas funciones jurisdiccionales en los conflictos relativos a importantes materias laborales, sobre todo por despidos. En esta época subsistieron los Tribunales Industriales, aunque con competencia restringida casi exclusivamente a los pleitos sobre accidentes de trabajo.

			— 1929-1930. Tras la entrada de España en la OIT, entre 1920 y 1930 se ratificaron numerosos convenios de dicha organización.

			— 1931. Con la Constitución de la II República, 9 de diciembre de 1931, se dio entrada por primera vez en una Constitución española a principios y derechos de carácter laboral, como el derecho de sindicación (es la constitucionalización del Derecho del trabajo al estilo de la Constitución de Weimar). Por ejemplo, en su artículo 39 se recoge el derecho de los españoles a asociarse o sindicarse libremente para los distintos fines de la vida humana, conforme a las leyes del Estado. En 1931 se promulgó la Ley de Jurados Mixtos. El jurado mixto era un órgano paritario al que también se le atribuyeron funciones jurisdiccionales, precisamente para las reclamaciones por despido, por abono o diferencias de salarios y por horas extraordinarias. Aunque desaparecieron los Comités Paritarios, sustituidos por los Jurados Mixtos, siguieron subsistiendo los Tribunales Industriales. Con la Ley del Contrato de Trabajo de 21 de noviembre de 1931 —que estará vigente hasta la ley de la misma denominación de 1944— se revisó el Código del Trabajo anterior.

			— 1938. Se aprueba el Fuero del Trabajo del 9 de marzo, donde se establece un nuevo modelo de relaciones laborales con una tendencia autoritaria, que consagra un profundo monopolio o intervencionismo estatal en las relaciones laborales. En 1940 la actividad sindical fue definitivamente asumida por la Organización Nacional-Sindicalista (Ley de 26 de enero de 1940, sobre Unidad Sindical y Ley de Bases de la Organización Sindical de 6 de diciembre de 1940). El Decreto de 13 de mayo de 1938 había suprimido los Jurados Mixtos y los Tribunales Industriales, declarando que «la competencia atribuida a unos y otros se confiere a los Magistrados de Trabajo que por este decreto se crean». La norma procesal fundamental de la etapa franquista fue la Ley Orgánica de las Magistraturas de Trabajo, de 17 de octubre de 1940, que las creó efectivamente.

			— 1944. El 26 de enero se promulgó la Ley del Contrato de Trabajo, que ha sido la norma de carácter laboral de mayor duración, vigente hasta la llegada del Estatuto de los Trabajadores. Esta norma sustituyó a la Ley del Contrato de Trabajo de 1931 e hizo desaparecer la autonomía colectiva y su manifestación, los convenios colectivos, que fueron reemplazados por las Reglamentaciones Nacionales de Trabajo, creadas en 1942, claro ejemplo del intervencionismo estatal, que en los años sesenta pasaron a denominarse Ordenanzas del Trabajo. Se trata de disposiciones normativas reguladoras de las condiciones de trabajo y empleo en los distintos sectores. Hasta la reforma laboral de 1994 no se decidió la derogación de todas ellas, aunque a partir de 1980 con la aprobación del Estatuto de los Trabajadores habían ido desapareciendo o se fueron sustituyendo por los convenios colectivos (la disp. trans. 2.ª del Estatuto de 1980 decretó su mantenimiento pero con rango de derecho dispositivo, susceptibles de ser modificadas a través de la negociación colectiva).

			— 1963. La aparición de un sistema de Seguridad Social en España arrancó con la Ley de Bases de 28 de diciembre de 1963. El texto articulado vio luz por Decreto 907/1966, de 21 de abril, que entró en vigor el 1 de enero de 1967. Posteriormente la Ley 24/1972, de 21 de junio, incorporó importantes modificaciones, por ejemplo, se eliminaron muchas diferencias de protección existentes entre los riesgos profesionales y los comunes. La fusión de ambas normas dio lugar al Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Decreto 2065/1974, de 30 de mayo.

			— 1976. Con la Ley de Relaciones Laborales, 8 de abril de 1976, por la que se modifica la Ley del Contrato de Trabajo, se inicia una nueva regulación, producto de la transición política a la democracia.

			— 1977. Se produjo el reconocimiento expreso de la libertad sindical (asociacionismo obrero) por la Ley 19/1977, de 1 de abril, sobre regulación del Derecho de Asociación Sindical. Con esta norma se desactiva la ordenación sindical del franquismo y se desmonta el sindicato vertical. También en este año, mediante el Real Decreto-ley de Relaciones de Trabajo, 4 de marzo de 1977, se procede a dar una nueva regulación del despido y se da preferencia al convenio colectivo sobre las reglamentaciones y ordenanzas del trabajo. A pesar de ser una norma preconstitucional mantiene aún vigencia en determinados aspectos relativos al derecho de huelga y cierre patronal, con las importantes correcciones efectuadas por la STC 11/1981, de 8 de abril.

			3.2. LA CONSTITUCIÓN DE 1978

			La recuperación del sistema político democrático se materializó con la aprobación del texto constitucional mediante referéndum el 6 de diciembre de 1978 (CE), que transformó definitivamente el modelo laboral anterior y sentó las bases de un nuevo sistema de relaciones laborales cuyo eje fundamental fue la protección de la autonomía colectiva (convenio colectivo) y los instrumentos que la posibilitan, frente al monopolio normativo estatal y frente a las limitaciones en materia sindical y de conflictos colectivos. La aprobación de la Constitución supuso el progresivo desmantelamiento del sistema de prohibiciones anterior y la recuperación del pluralismo jurídico frente al predominio exclusivo de la norma estatal de la etapa franquista.

			Al modo y estilo de la precedente Constitución republicana de 1931, la actual recoge un variadísimo elenco de derechos sociales que también encuentran su razón de ser en la definición del modelo de Estado Social que planea sobre los mismos. La Constitución abiertamente dota al Derecho del Trabajo de pluralismo jurídico y reconoce la autonomía colectiva de los grupos sociales organizados en la regulación de su propio conflicto de intereses (art. 7.º del Título Preliminar); además, llama a los sindicatos y asociaciones empresariales a la participación en la planificación democrática de la actividad económica (art. 131.2 CE).

			En la Constitución de 1978 se reconoce a los trabajadores una serie de derechos tanto individuales como colectivos:

			— De carácter individual. El derecho al trabajo y pleno empleo (en palabras de la STC de 16 de julio de 2014, «desde un punto de vista lógico e, incluso, cronológico antes del derecho a la estabilidad en el empleo figura el derecho de acceso al mismo; éste se integra en el contenido esencial del derecho al trabajo que, en su dimensión individual, reconoce el art. 35.1 CE»), el derecho a un salario suficiente individual y familiar (art. 35.1 CE), el derecho a la libertad profesional y promoción social (art. 35.1 CE), el derecho al descanso y a las vacaciones retribuidas (art. 40.2 CE), el derecho a la seguridad e higiene en el trabajo (art. 40.2 CE).

			— De carácter colectivo. El derecho a la sindicación, con un aspecto positivo y otro negativo, posibilidad de pertenecer a un sindicato y crear sindicatos, y de no ser obligado a afiliarse a ningún sindicato (arts. 7 y 28 CE), el derecho de huelga (art. 28.2 CE), el derecho a la negociación colectiva (art. 37.1 CE), o la promoción a la participación de los trabajadores en las empresas (art. 129.2 CE).

			La Constitución Española tiene dos partes bien diferenciadas:

			a) Parte Dogmática. Se refiere a las declaraciones de derechos y libertades públicas, tanto de los individuos como de los grupos sociales con relevancia constitucional.

			b) Parte Orgánica. Donde se establecen los diversos poderes del Estado (Corona, Gobierno, Cortes Generales, etc.), así como las relaciones entre ellos y los sistemas de producción de normas jurídicas.

			A) Derechos fundamentales y libertades públicas

			En la parte dogmática tiene interés para el Derecho del Trabajo distinguir tres tipos de derechos, que se van a clasificar para su estudio atendiendo a su protección y a su forma de aplicación.

			Los derechos fundamentales y las libertades públicas vienen recogidos en la Sección 1.ª, Capítulo 2.º, Título I, artículos 14 a 29 CE. De los derechos fundamentales mencionados en estos artículos, únicamente dos tienen un contenido específicamente laboral: el derecho a la libertad sindical y el derecho a la huelga, ambos reconocidos en el artículo 28 CE.

			El primero de ellos, libertad sindical, tiene un aspecto positivo: «comprende el derecho a fundar sindicatos y afiliarse al de su elección»; y un aspecto negativo: «nadie podrá ser obligado a afiliarse a un sindicato». A su vez, este derecho es múltiple, ya que además de los aspectos reseñados comprende otros de carácter colectivo, como es el derecho a la autoorganización sindical con el único requisito del carácter democrático que deben tener su estructura interna y funcionamiento (art. 7 CE), el derecho a la negociación colectiva, así como la fuerza vinculante de los convenios (art. 37.1 CE) o el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo (art. 37.2 CE).

			En el artículo 28.2 CE se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses, se añade que la ley que regule el ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad. A pesar del mandato constitucional de que una ley regule el derecho de huelga, lo cierto es que tras los años transcurridos desde 1978 ésta no ha sido promulgada, manteniéndose la regulación por una norma preconstitucional, que como se dijo más arriba es el Real Decreto-ley de Relaciones de Trabajo, de 4 de marzo de 1977, con las modificaciones introducidas por la Sentencia del Tribunal Constitucional de 8 de abril de 1981.

			En esta Sección 1.ª, Capítulo 2.º, Título I, se recogen también una serie de derechos fundamentales que, sin ser estrictamente laborales, tienen su repercusión a estos efectos, porque la relación de trabajo se perfecciona entre personas y es de carácter duradero. Por ejemplo, el derecho a la no discriminación entre trabajadores de uno u otro sexo o igualdad de trato (art. 14 CE), libertad ideológica (art. 16 CE), intimidad personal (art. 18 CE) o libertad de expresión (art. 20 CE), entre otros.

			Estos derechos están protegidos de forma máxima y con una mayor efectividad que los restantes. La protección se concreta en los siguientes aspectos:

			1. Son directamente aplicables por los tribunales ordinarios aunque no exista una ley que los haya desarrollado, ya que su efectividad no está sometida a ninguna intervención legislativa. Cuestión distinta es la conveniencia de una labor de concreción por parte del legislador, pero con independencia de ello su aplicación es directa. Así, el hecho de que no existiera una ley de huelga que desarrollara este derecho constitucional no quiere decir que no fuera aplicable y ejercitable por los trabajadores.

			2. Su desarrollo debe hacerse mediante ley orgánica y no por ley ordinaria, que son aquellas que por su importancia exigen un quórum especial para su aprobación por las Cortes Generales. Por ejemplo, la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical.

			3. Según lo dispuesto en el artículo 53.2 CE, cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de estas libertades y derechos ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del acceso al recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. Este último versa no sobre leyes sino sobre disposiciones (como el reglamento), los actos jurídicos, las omisiones o las simples vías de hecho de los poderes públicos, incluidas las omisiones o decisiones de los órganos judiciales, principalmente sus sentencias. Los efectos pretendidos con el recurso de amparo son la declaración de nulidad de lo impugnado, el reconocimiento del derecho y el restablecimiento del recurrente en el disfrute de su derecho.

			En la normativa procedimental específica laboral, concretamente en los artículos 177 a 184 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la Jurisdicción Social, se recoge el procedimiento de tutela de los derechos fundamentales y libertades públicas. Cualquier trabajador o sindicato que considere lesionados los derechos de libertad sindical, huelga u otros derechos fundamentales y libertades públicas, incluida la prohibición de tratamiento discriminatorio y del acoso, podrá recabar su tutela al orden jurisdiccional social para su defensa cuando entienda que han sido infringidos.

			B) Derechos y deberes de los ciudadanos

			Estos derechos y deberes vienen recogidos en la Sección 2.ª, Capítulo 2.º, Título I, artículos 30 a 38 CE. Son los siguientes:

			— El deber y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u oficio, a una remuneración individual y familiar suficiente (art. 35 CE).

			— El derecho a la negociación colectiva y a la adopción de medidas de conflicto colectivo, entre las que hay que entender incluido el cierre patronal (art. 37 CE), no así el derecho de huelga.

			— Dentro de estos deberes y derechos de los ciudadanos, aunque sin un contenido específicamente laboral, cabe mencionar el principio de libertad de empresa en el marco de una economía de mercado (art. 38 CE).

			Estos derechos «vinculan a todos los poderes públicos», su ejercicio deberá regularse por ley ordinaria y se pueden alegar directamente ante los tribunales a través de la ley que los desarrolla, que deberá contemplar el contenido esencial de la Constitución (art. 53.1 CE). La protección podrá plantearse mediante el recurso de inconstitucionalidad contra leyes y disposiciones normativas con fuerza de ley [art. 161.1.a) CE]. También, cuando un órgano judicial considere, en algún proceso, que una norma con rango de ley, aplicable al caso, pueda ser contraria a la Constitución, planteará ante el Tribunal Constitucional la llamada «cuestión de inconstitucionalidad», regulada el artículo 163 CE. El objeto fundamental del recurso o de la cuestión es la declaración de inconstitucionalidad, total o parcial, de una ley o norma con rango de ley, bien sea anterior o posterior a la Constitución, con la consiguiente declaración de nulidad del acto impugnado. Como se ha indicado, el desarrollo legislativo de los derechos y deberes de los ciudadanos, a diferencia de los derechos del grupo anterior, se hará por ley ordinaria.

			C) Principios rectores de la política social y económica

			Los principios rectores o derechos sociales y económicos vienen recogidos en el Capítulo III, Título I, artículos 39 a 52 CE. Tiene interés destacar los siguientes:

			— Según el artículo 39 los poderes públicos asegurarán la protección social, económica y jurídica de la familia.

			— En el artículo 40.2 se establece que los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y readaptación profesionales, velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados.

			— En el artículo 42 se recoge la protección del emigrante y la salvaguardia de sus derechos económicos y sociales, así como la orientación de su política hacia su retorno.

			— Dentro de estos principios rectores, merece ser destacado el artículo 41 CE, donde se manifiesta que los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso de desempleo. En desarrollo de éste precepto se aprobó la Ley 26/1990, de 20 de diciembre, de Prestaciones no contributivas. En la actualidad su regulación se encuentra incluida en el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de Seguridad Social.

			El reconocimiento, el respecto y la protección de los principios rectores reconocidos en el Capítulo tercero «informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos»; según lo dispuesto en el artículo 53.3 CE, sólo podrán ser alegados ante la jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollan. Estos principios dan lugar al nacimiento de derechos de carácter laboral y la protección no sólo se limita a su ejercicio ante los tribunales laborales, sino que también puede solicitarse ante los tribunales administrativos o penales. En definitiva, no son alegables directamente ante los tribunales si no es en relación a la ley que los desarrolle, pero no existe plazo ni sanción jurídica alguna a los poderes públicos cuando no cumplan con los objetivos que plantean.

			4. EL ESTATUTO DE LOS TRABAJADORES Y SUS REFORMAS

			La primera norma básica postconstitucional en materia laboral fue la Ley 8/1980 de 10 de marzo, por la que se aprobó el Estatuto de los Trabajadores (ET). Esta ley ordinaria tiene un contenido normativo en principio limitado, pero persigue un claro afán compilador y unificador. El texto del Estatuto de los Trabajadores es el resultado del consenso de las fuerzas políticas y sindicales de aquel momento y se enmarca en el período de la transición democrática.

			El Estatuto de los Trabajadores tiene la siguiente estructura:

			— Título I. Relación individual del trabajo, contenido del contrato de trabajo, modificaciones, suspensiones y extinciones del contrato.

			— Título II. Se regulan los derechos de representación colectiva y de reunión de los trabajadores en el seno de la empresa.

			— Título III. Sobre la negociación colectiva y los convenios colectivos.

			A través de los años, el primitivo texto del Estatuto de los Trabajadores ha ido sufriendo un sinfín de modificaciones que han afectado de forma más o menos extensa e importante al texto inicial, entre ellas hay que destacar la Ley 4/1983, de 29 de junio, por la que se estableció la jornada máxima en 40 horas semanales y en 30 los días de vacaciones; la Ley 32/1984, de 2 de agosto, por la que se modificó en profundidad lo relativo a la contratación temporal y desde donde se fueron sentando las bases de las actuales formas de contratación.

			— Con las modificaciones antedichas y otras que afectaron a aspectos parciales y cuestiones puntuales, se llegó a las significativas reformas mediante la Ley 10/1994, de 19 de mayo, y Ley 10/1994 de la misma fecha, así como la Ley 42/1994, de 30 de diciembre, que darán lugar a la aprobación del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores mediante el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo.

			Posteriormente por Ley 60/1997, de 19 de diciembre, se modificaba el artículo 33.2 ET, en materia de cobertura del Fondo de Garantía Salarial. Otros cambios parciales importantes se produjeron como fruto del Acuerdo Interconfederal para la Estabilidad del Empleo, suscrito por las organizaciones sindicales mayoritarias (UGT y CCOO) y por las asociaciones de empresarios más representantivas (CEOE y CEPYME), así se aprobó el Real Decreto-ley 8/1997, posteriormente transformado en Ley 63/1997, de 26 de diciembre, de Medidas Urgentes para la mejora del Mercado de Trabajo y el fomento de la contratación indefinida. La Ley 24/1999, de 6 de julio, modificó el artículo 92.2 ET. En ese mismo año también se aprobó la Ley 39/1999, de 5 de noviembre, por la que se promovió la conciliación de la vida familiar y laboral de las personas trabajadoras, norma que introdujo nuevas redacciones en bastantes preceptos del Estatuto.

			Con la llegada del nuevo siglo el Estatuto de los Trabajadores continúa acomodándose a las demandas sociales, criterios jurisprudenciales y a las nuevas orientaciones sociales del derecho comunitario. En 2001 se modificaron diversos preceptos mediante la Ley 12/2001, de 9 de julio. Un año más tarde, por Ley 33/2002, de 5 de julio, se dio una nueva redacción al artículo 28 ET relativo a la igualdad de remuneración por razón de sexo, y mediante Ley 45/2002, de 12 de diciembre, se modificó el régimen de los salarios de tramitación en los despidos, así como la prestación por desempleo.

			La Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, que entró en vigor el 1 de septiembre de 2004, modificó el artículo 32 ET sobre las preferencias del crédito salarial y añadió un nuevo artículo 57 bis ET relativo a la remisión a dicha ley en caso de concurso para los supuestos de modificación, suspensión y extinción colectivas de los contratos de trabajo y de sucesión de empresa. Otras normas no específicamente laborales también han cambiado algunos preceptos estatutarios, por ejemplo, las leyes de acompañamiento a los Presupuestos Generales del Estado; la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de protección de familias numerosas o la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de protección integral contra la violencia de género.

			La Ley 14/2005, de 1 de julio, rescató la derogada disposición adicional 10.ª ET sobre las cláusulas de los convenios colectivos referidas a la edad ordinaria de jubilación. Otra de las reformas laborales se produjo por Real Decreto-ley 5/2006, de 9 de mayo, después convertido en Ley 43/2006, reforma que consolida el contrato indefinido para el fomento de la contratación indefinida e introduce cambios en la regulación de la contratación temporal para mejorar su uso y evitar su abuso, también modifica algunas cuestiones relacionadas con el Fondo de Garantía Salarial (art. 33 ET), mejora los derechos de información y representación de los trabajadores en supuestos de subcontratación empresarial (arts. 42 y 81 ET) y define qué se entiende por cesión ilegal de trabajadores (art. 43 ET).

			Otra modificación importante tuvo lugar con la entrada en vigor de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. Entre otras medidas, en esta norma se estableció la protección frente al acoso sexual y al acoso por razón de sexo; se abrió la posibilidad de que la negociación colectiva estableciera medidas de acción positiva para favorecer el acceso de las mujeres a todas las profesiones; se incrementaron los supuestos de permisos por lactancia y guarda legal, mejorando los derechos preexistentes; se crearon nuevas causas de suspensión de contrato como la paternidad y el riesgo durante la lactancia natural de un menor de nueve meses; se modificó la regulación del permiso de maternidad y las vacaciones, así como la excedencia; y se añadieron nuevas causas de despido disciplinario y otras causas de nulidad del despido. La Ley 38/2007, de 16 de noviembre, incorporó al Derecho interno disposiciones comunitarias en materia de información y consulta de los trabajadores y también relativas a la protección de los trabajadores asalariados en caso de insolvencia del empresario. Por último, en esta primera década, la Ley 9/2009, de 6 de octubre, amplió a cuatro semanas la duración del permiso por paternidad del artículo 48 bis ET, aunque la norma fijó una vacatio legis que se ha ido prorrogando hasta este mismo año.

			— El Real Decreto-ley 10/2010, de 16 de junio, posterior Ley 35/2010, de 18 de septiembre, de medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo ha modificado, entre otras materias: la contratación temporal por obra o servicio determinado (art. 15 ET); el control de la contratación temporal sucesiva (art. 15 ET); los contratos formativos, reconociendo la protección por desempleo a los trabajadores con contratos para la formación y el aprendizaje [art. 11.2.h) ET]; el contrato para el fomento de la contratación indefinida (disp. adic. 1.ª de la Ley 12/2001); la presencia de agencias privadas de colocación con fines lucrativos (art. 16 ET); se facilitó la flexibilidad interna referida a la movilidad geográfica, modificaciones sustanciales y el descuelgue salarial (arts. 40, 41 y 82.3 ET) y se relanzó el uso de la suspensión del contrato de trabajo o la reducción de jornada (art. 47 ET); respecto a la flexibilidad externa, en relación con la extinción del contrato de trabajo, buscó clarificar las causas de los despidos económicos, técnicos, organizativos y de producción, con independencia de que fueran colectivos u objetivos [arts. 51 y 52.c) ET]; rebajó los porcentajes del despido objetivo por faltas de asistencia al trabajo [art. 52.d) ET]; modificó cuestiones vinculadas con el procedimiento y la calificación del despido objetivo (art. 53 ET); y se dieron nuevas redacciones en varios preceptos del ET al contemplar el principio de no discriminación entre sexos, por ejemplo, se prohibieron expresamente discriminaciones tanto directas como indirectas (arts. 17, 22, 23 y 24 ET). También se introdujeron una serie de disposiciones de carácter temporal que serán aplicables durante la crisis económica o hasta que se produzcan otras reformas que se anuncian y no se acometen. Esta reforma afectó a otras muchas normas laborales, entre ellas a la Ley de Empresas de Trabajo Temporal —incorporando la Directiva comunitaria 2008/104/CE—, a la Ley de Infracciones y Sanciones del Orden Social, a la Ley de Empleo, a la Ley de Procedimiento Laboral y a la normativa de Seguridad Social.

			La reforma de 2010 estuvo precedida por el Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva 2010-2012 (AENC), de 9 de febrero de 2010, y se suscribió dentro del amplio contexto de reformas estructurales impulsadas por el Gobierno en la Estrategia de Economía Sostenible y presentadas en el Congreso el 2 de diciembre de 2009. Los dos motivos más importantes de esta reforma fueron: por un lado, cambiar la estructura de una negociación colectiva atomizada, desarticulada y descoordinada; por otro, la necesidad de introducir mecanismos de flexibilidad interna para facilitar la adaptación competitiva de las empresas y favorecer la estabilidad en el empleo.

			— El Real Decreto-ley 7/2011, 10 de junio, de medidas urgentes para la reforma de la negociación colectiva se aprobó sin el consenso de los agentes sociales, sin embargo, no se hizo abstracción del proceso de negociación previo desarrollado por las organizaciones sindicales y empresariales más representativas, concretamente, se tuvieron en cuenta los compromisos asumidos en el Acuerdo Social y Económico de 2 de febrero de 2011 (ASE), de carácter tripartito; en particular, se consideró lo establecido en el acuerdo bipartito (organizaciones sindicales y empresariales) sobre criterios básicos que deben informar la reforma de la negociación colectiva, incluido en el Acuerdo Social y Económico, en el que se contemplaba la suscripción de un Acuerdo Interconfederal donde se incorporarían los acuerdos que pudieran alcanzarse en la materia.

			El objeto fue la modificación del Título III ET: De la negociación colectiva y de los convenios colectivos. El Real Decreto-ley 7/2011, también incidió en materias ya reformadas en la Ley 35/2010, tales como la modificación de condiciones de trabajo pactadas colectivamente y la inaplicación del régimen salarial pactado en el convenio sectorial.

			Las novedades más significativas de este Real Decreto-ley fueron las siguientes:

			— Vigencia y ultraactividad del convenio colectivo (plazo menor para denunciar / prórroga desde la fecha de caducidad y no desde la denuncia).

			— Primacía aplicativa parcial del convenio colectivo de empresa sobre el sectorial (salario base y complementos salariales; abono de horas extraordinarias y trabajo a turnos; horario y planificación de las vacaciones; clasificación profesional; modalidades de contratación y conciliación laboral).

			— Flexibilidad interna pactada en la empresa (que puede distribuir de manera irregular hasta el 5 por 100 de las horas de trabajo anual).

			— Mayor protagonismo de las Comisiones Paritarias, por ejemplo en la interpretación del convenio colectivo, en materia de flexibilidad interna o dotando a sus resoluciones de la misma eficacia jurídica que al convenio colectivo.

			— Desjudicialización de los conflictos laborales y potenciación de los sistemas autónomos o extrajudiciales de mediación y arbitraje.

			— Estaba previsto que el Real Decreto-ley 7/2011 se tramitara como proyecto de ley.

			En esta misma fecha también hay que destacar el Real Decreto 801/2011, de 10 de junio, por el que se aprobó el Reglamento de los procedimientos de regulación de empleo y de actuación administrativa en materia de traslados colectivos.

			— El Real Decreto-ley 3/2012, de 10 de febrero, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral (BOE del 11), en vigor desde el día 12. Posteriormente se tramitó y aprobó como Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral (BOE del 7), en vigor desde el día 8 (véase la STC de 16 de julio de 2014). A modo de resumen, a continuación se enumeran los cambios más significativos:

			— Las empresas de trabajo temporal podrán actuar como agencias de colocación.

			— Se reconoce la formación profesional como un derecho individual del trabajador a cargo de la empresa y se considera el tiempo de formación como efectivo de trabajo.

			— El contrato para la formación y el aprendizaje podrá realizarse con menores de 30 años hasta que la tasa de desempleo se sitúe por debajo del 15 por 100.

			— Nueva modalidad contractual indefinida de «apoyo a los emprendedores». Podrán concertarlo las empresas de menos de 50 trabajadores en el momento de la contratación. Su duración será indefinida y a jornada completa. El período de prueba se establece en un año, en todo caso. El trabajador contratado podrá compatibilizar voluntariamente el 25 por 100 de la cuantía de la prestación por desempleo con el salario. Además se aprueban una serie de incentivos fiscales para la empresa, por ejemplo, una deducción fiscal de 3000 euros si el primer contrato se realiza con un menor de 30 años. También se establece una serie de bonificaciones en la cuota empresarial por contrataciones a desempleados inscritos.

			— Se permite la realización de horas extraordinarias en los contratos a tiempo parcial, en proporción a la jornada pactada, que computarán a efectos de las bases de cotización y de las bases reguladoras de las prestaciones.

			— Se modifica el contrato a domicilio o trabajo a distancia.

			— El grupo profesional pasa a ser la única referencia en el sistema de clasificación profesional.

			— En defecto de pacto, la empresa podrá distribuir de manera irregular a lo largo del año el 10 por 100 de la jornada de trabajo.

			— Se definen las razones económicas, técnicas, organizativas o de producción para la movilidad geográfica y la modificación sustancial de condiciones de trabajo.

			— La suspensión del contrato o reducción de jornada por causas objetivas o fuerza mayor, exigirá un procedimiento que se iniciará mediante comunicación a la autoridad laboral y apertura de período de consultas, que una vez finalizado será notificado a los trabajadores y a la autoridad laboral, quien lo comunicará a la entidad gestora de la prestación por desempleo. Se elimina la autorización administrativa.

			— La regulación del descuelgue o inaplicación en la empresa de las condiciones previstas en el convenio colectivo aplicable, sea este de sector o de empresa.

			— El convenio colectivo de empresa tendrá prioridad aplicativa respecto a los convenios sectoriales en un conjunto de materias como: salario, horas extras, horario, distribución del tiempo de trabajo o vacaciones.

			— Se establece un pacto máximo de ultraactividad del convenio de un año desde su denuncia, salvo pacto en contrario; terminada esta ultraactividad se aplicará el convenio de ámbito superior si lo hubiere.

			— Desaparece la posibilidad de que en los convenios colectivos se regule la jubilación forzosa.

			— Modificaciones en la regulación del despido colectivo:

			• Definición de causas económicas. La disminución del nivel de ingresos o ventas es persistente si se produce durante tres trimestres consecutivos.

			• El procedimiento para efectuar un despido colectivo irá precedido de un período de consultas con los representante legales de los trabajadores y se comunicará también a la autoridad laboral. Transcurrido el período de consultas, el empresario comunicará a la autoridad laboral y a los representantes la decisión final de despido y las condiciones. Se elimina la autorización administrativa.

			— Cambios en la regulación del despido objetivo. Se modifican las causas de los despidos objetivos; por ejemplo, el despido podrá realizarse si transcurridos dos meses desde la introducción de una modificación técnica hay una falta de adaptación del trabajador; o se elimina la referencia al índice de absentismo total de la plantilla para medir el individual del trabajador.

			— Otros cambios en el despido objetivo declarado improcedente:

			• Reducción de la indemnización: 33 días de salario por año trabajado, con un máximo de 24 mensualidades.

			• El trabajador sólo tendrá derecho a los salarios de tramitación cuando el empresario opte por la readmisión.

			— Por Real Decreto-ley 4/2013, de 22 de febrero, se aprobaron una serie de medidas para fomentar el emprendimiento y el empleo joven, mediante reducciones y bonificaciones a la Seguridad Social aplicables a los jóvenes trabajadores por cuenta propia, en relación con la prestación por desempleo, incentivos a la contratación a tiempo parcial con vinculación formativa, a la contratación en nuevos proyectos de emprendimiento joven, primer empleo, contratos en prácticas para el primer empleo o por la incorporación de jóvenes a entidades de la economía social. Con este Real Decreto-ley 4/2013 se incorporaron dos nuevas modalidades contractuales —mantenidas por la Ley 11/2013, de 26 de julio, de medidas de apoyo al emprendedor y de estimulo del crecimiento y de la creación de empleo— para favorecer la contratación de jóvenes al tiempo que adquieren o han adquirido formación y/o experiencia laboral: a) el contrato a tiempo parcial con vinculación formativa (art. 9 Ley 11/2013), y b) el contrato del «primer empleo joven» (art. 12 Ley 11/2013). Se modificó el artículo 11.1.c) ET y desapareció la prohibición de realizar contratos en prácticas «en base a un certificado de profesionalidad obtenido como consecuencia de un contrato para la formación celebrado anteriormente con la misma empresa», que se recogía en el párrafo final. En el artículo 13 de la Ley 11/2013, de 26 de julio, se permite que «cuando se trate de jóvenes menores de 30 años podrá suscribirse el contrato en prácticas aunque hayan transcurrido cinco o más años desde la terminación de los estudios». Esta medida tiene una vigencia hasta que la tasa de desempleo se sitúe por debajo del 15 por 100 en nuestro país (novedad introducida por la disposición transitoria primera de la Ley 11/2013).

			— Otra vez por razones de extraordinaria y urgente necesidad, sin acuerdo social previo, se aprobó el Real Decreto-ley 5/2013, de 15 de marzo, de medidas para favorecer la continuidad de la vida laboral de los trabajadores de mayor edad y promover el envejecimiento activo, que aborda «medidas en el ámbito de la jubilación anticipada, la jubilación parcial, la compatibilidad entre vida activa y pensión, la lucha contra el fraude y las políticas de empleo. Estas medidas permiten satisfacer las Recomendaciones del Consejo de la UE de 10 de julio en el ámbito de la sostenibilidad del sistema de pensiones y el impulso del envejecimiento activo» (Exposición de motivos de la norma). En el artículo 9 de este Real Decreto-ley 5/2013 se introdujeron cambios en la jubilación parcial y el contrato de relevo.

			— En el Real Decreto-ley 11/2013, de 2 de agosto, para la protección de los trabajadores a tiempo parcial y otras medidas urgentes en el orden económico y social, se abordaron reformas que afectan a infraestructuras y transporte, vivienda, impuesto sobre sociedades y Entidades Locales, pero también se introdujeron reformas en la protección social del trabajo a tiempo parcial, en materia de empleo y protección por desempleo y en materia laboral. En el artículo 9 del Real Decreto-ley se modificaron cinco preceptos del ET, que afectan a la regulación de la comisión negociadora y de los sujetos que, en representación de los trabajadores, están legitimados para actuar como interlocutores ante la dirección de la empresa durante el período de consultas que deberá tener lugar con carácter previo a la adopción de medidas colectivas de movilidad geográfica (art. 40.2 ET), modificación sustancial de condiciones de trabajo (art. 41.4 ET), así como en los procedimientos de suspensión de contratos o reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción (art. 47.1 ET), de despido colectivo (art. 51.2) ET y de inaplicación de condiciones de trabajo previstas en convenios colectivos (art. 82.3 ET). Esta norma se ha tramitado como proyecto de ley por el procedimiento de urgencia y —con el mismo nombre— ha dado lugar a la Ley 1/2014, de 28 de febrero. El legislador se vio obligado a introducir cambios en la protección social del trabajo a tiempo parcial, a raíz de la STC 61/2013, de 14 de marzo, y otras posteriores. Como se indica en su Exposición de Motivos, «a juicio del Tribunal, las diferencias de trato en cuanto al cómputo de los períodos de carencia que siguen experimentando los trabajadores a tiempo parcial respecto a los trabajadores a jornada completa se encuentran desprovistas de una justificación razonable que guarde la debida proporcionalidad entre la medida adoptada, el resultado producido y la finalidad perseguida… La norma que se incorpora a la presente ley recoge, además, una fórmula para exigir el mismo esfuerzo a un trabajador a jornada completa y a un trabajador a jornada parcial. El objetivo es, por tanto, evitar que se produzcan efectos desproporcionados entre las cotizaciones realmente efectuadas por el trabajador y la cuantía de la prestación que recibe. Con este propósito, la modificación legal atiende a los períodos de tiempo con contrato vigente a tiempo parcial, de igual modo que cuando se trata de trabajadores a tiempo completo… Estas modificaciones vienen a desarrollar el “Acuerdo para la mejora de las condiciones de acceso a la protección social de los trabajadores a tiempo parcial” firmado el pasado 31 de julio de 2013 por el Ministerio de Empleo y Seguridad Social y las organizaciones Comisiones Obreras, Unión General de Trabajadores, Confederación Española de Organizaciones Empresariales y Confederación Española de la Pequeña y Mediana Empresa».

			— El Real Decreto-ley 16/2013, de 20 de diciembre, de medidas para favorecer la contratación estable y mejorar la empleabilidad de los trabajadores, también ha introducido cambios importantes en el ordenamiento laboral español: permite que el contrato indefinido de apoyo a emprendedores pueda concertarse también a tiempo parcial; establece un período máximo en la duración del período de prueba en los contratos temporales de duración determinada del artículo 15 ET, cuya duración no sea superior a seis meses, que no podrá exceder de un mes, salvo que el convenio colectivo de aplicación prevea otra cosa; se actualiza el régimen de interrupción del período de prueba, ampliándolo a otras situaciones relacionadas con la maternidad y la paternidad; los trabajadores a tiempo parcial no podrán hacer horas extraordinarias, salvo para prevenir y reparar siniestros y otros acontecimientos extraordinarios; y se modifican determinados aspectos de la regulación sobre las horas complementarias, por ejemplo, sólo se pueden realizar si la jornada ordinaria establecida en el contrato es de al menos diez horas semanales, en cómputo anual; también se amplía desde los ocho hasta los doce años la edad del menor cuya guarda legal puede justificar una reducción de la jornada del trabajo diario, con la disminución proporcional del salario.

			La disposición final 5.ª de la Ley 22/2013, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2014, ha suprimido el apartado 8 del artículo 33 ET, del abono por el FOGASA al trabajador de una parte de la indemnización en cantidad equivalente a ocho días de salario por año de servicio, para los contratos de carácter indefinido celebrados por empresas de menos de 25 trabajadores, en supuestos de decisiones extintivas procedentes por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción, o en caso de concurso de acreedores.

			Recientemente hay que destacar el Real Decreto-ley 8/2014, de 4 de julio, de aprobación de medidas urgentes para el crecimiento, la competitividad y la eficiencia (BOE del 5, en vigor desde este mismo día). En su Título VIII se establece el régimen de implantación del Sistema Nacional de Garantía Juvenil y se recogen otras medidas para favorecer la ocupación. Va dirigido al colectivo de jóvenes no ocupados ni integrados en los sistemas de educación o formación, mayores de dieciséis años y menores de veinticinco, con el objetivo de que puedan recibir una oferta de empleo, educación continua, formación de aprendiz o período de prácticas tras acabar la educación formal o quedar desempleados. También se aprueban una serie de medidas de apoyo a la contratación, como el establecimiento de una bonificación mensual en la aportación empresarial a la cotización a la Seguridad Social por un importe de 300 euros, durante un máximo de seis meses, por la contratación con carácter indefinido de personas beneficiarias del Sistema Nacional de Garantía Juvenil; además de otras nuevas medidas para el fomento del uso de contratos formativos cuando sean celebrados con personas beneficiarias del Sistema Nacional de Garantía Juvenil. Por otra parte, se modifica la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, para adaptarla al nuevo modelo de políticas activas de empleo y a la Estrategia Española de Activación para el Empleo. En el capítulo III se modifica la Ley 14/1994, de 1 de junio, por la que se regulan las empresas de trabajo temporal, por ejemplo, ampliando las actividades que van a desarrollar, ahora —además de agencias de colocación— podrán llevar a cabo actividades de formación para la cualificación profesional y de consultoría y asesoramiento de recursos humanos. Por otro lado, en este Real Decreto-ley 8/2014, se introducen modificaciones que afectan a las agencias de colocación, a las infracciones y sanciones en el orden social, y al propio ET (art. 16).

			5. OTRAS NORMAS RELEVANTES EN EL ÁMBITO LABORAL

			5.1. LA LEY ORGÁNICA DE LIBERTAD SINDICAL


			Mediante la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, se desarrolla el derecho constitucional fundamental recogido en el artículo 28.1 CE. El primer artículo de esta ley orgánica comienza diciendo que: «todos los trabajadores tienen derecho a sindicarse libremente para la promoción y defensa de sus intereses económicos y sociales». Se regula el régimen jurídico sindical, la representación sindical a través de las secciones sindicales y los delegados sindicales, la acción sindical en el seno de la empresa y, por último, la tutela de la libertad sindical y la represión de las conductas antisindicales. La STC 98/1985, de 29 de julio, ha confirmado en todos sus extremos el contenido de esta Ley. La Ley Orgánica de Libertad Sindical sólo se aplica a los sindicatos de trabajadores, según su disposición derogatoria: «quedan derogados la Ley 19/1977, de 1 de abril, y el Real Decreto 873/1977, de 22 de abril, en todo cuanto se oponga a la presente Ley, permaneciendo vigente la regulación que contienen dichas normas referidas a asociaciones profesionales y, en particular, a las asociaciones empresariales cuya libertad de sindicación se reconoce a efectos de lo dispuesto en el artículo 28.1 de la Constitución Española y de los convenios internacionales suscritos por España». A su vez, hay que indicar que es de aplicación a los funcionarios públicos y al personal de régimen estatuario, según lo dispuesto en su artículo 1.2: «a los efectos de esta Ley, se consideran trabajadores tanto aquellos que sean sujetos de una relación laboral como aquellos que lo sean de una relación de carácter administrativo o estatutario al servicio de las Administraciones Públicas». No obstante, la tutela jurisdiccional de la libertad sindical de estos trabajadores corresponde al orden contencioso-administrativo y no a la jurisdicción social [art. 3.c)] de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social.

			5.2. LA LEY REGULADORA DE LA JURISDICCIÓN SOCIAL


			La más reciente evolución en el ámbito del procedimiento laboral nos sitúa en los parámetros temporales de la Constitución de 1978. Tanto la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, como la Ley de Demarcación y Planta Judicial 38/1988, de 28 de diciembre, que la desarrolla, introdujeron modificaciones estructurales profundas en el Orden Jurisdiccional Social (señaladamente, la supresión del Tribunal Central de Trabajo y la creación de los Tribunales Superiores de Justicia en las Comunidades Autónomas).

			En la disposición adicional 12.ª de la Ley Orgánica del Poder Judicial se encomendó al Gobierno la aprobación en el plazo de un año de un texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral, que había de sustituir al de 1980. Tal encargo fue incumplido. Después el legislador prefirió abandonar la vía de la refundición y optó por la aprobación de una Ley de Bases, cuya articulación se atribuyó al Gobierno, al que concedió un plazo, también de un año, para aprobar el oportuno Decreto Legislativo.

			— En 1989 se promulgó la Ley 7/1989, de 12 de abril, de Bases de Procedimiento Laboral, en desarrollo de la cual se dictó el Real Decreto Legislativo 521/1990, de 27 de abril, por el que se aprueba el texto articulado de la Ley de Procedimiento Laboral, que estuvo vigente hasta el 1 de mayo de 1995, fecha de entrada en vigor del Texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral (LPL). Con la publicación del Real Decreto Legislativo 521/1990 quedó clausurado el dilatado proceso de adaptación de la jurisdicción social a las exigencias derivadas de la Constitución, proceso que tuvo en la Ley Orgánica del Poder Judicial uno de sus hitos más significativos (VALDÉS).

			Sólo cinco años después de la promulgación del texto articulado de 1990, el texto refundido de 1995 procedió a derogarlo y sustituirlo. Los motivos que impusieron la elaboración del texto procesal laboral de 1995 se centraron en la exigencia de incorporar los cambios introducidos como consecuencia de la promulgación de la Ley 11/1994, de 19 de mayo, modificativa de diversos preceptos del ET, LPL y LISOS; de la Ley 14/1994, de 1 de junio, sobre empresas de trabajo temporal; y de la Ley 18/1994, de 30 de junio, modificativa del régimen electoral de los órganos representativos del personal de las Administraciones públicas. La disposición final 5.ª de la Ley 11/1994, autorizó al Gobierno a elaborar en el plazo de seis meses el texto refundido del Real Decreto Legislativo de 1990, incorporando las modificaciones introducidas por la propia Ley 11/1994, encargo que fue incumplido. Posteriormente, la Ley 42/1994, en su disposición final 6.ª concedió al Gobierno un nuevo plazo de tres meses para llevar a cabo la elaboración de un texto refundido que incorporase las modificaciones derivadas de las Leyes 11/1994, 14/1994, 18/1994 y por la propia Ley 42/1994.

			— El resultado fue el Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril (en vigor desde el 1 de mayo), por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral, dando cumplimiento el Gobierno al mandato contenido en la disposición final 6.ª de la Ley 42/1994, de 30 de diciembre, «de acompañamiento» a la Ley de Presupuestos para 1995.

			La LPL se ha visto afectada por otras normas legales como la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita; la Ley 29/1998, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa; o la Ley 39/1999, de 5 de noviembre, sobre Conciliación de la Vida Familiar y Laboral. La Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, reformó profundamente la justicia civil, con la lógica repercusión sobre la social, dado el carácter supletorio de aquélla respecto de ésta, y de forma expresa y directa modificó determinados preceptos de la LPL. También hay que destacar la intensa repercusión que tuvieron en la regulación del proceso laboral la Ley Orgánica 8/2003, de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y la Ley 22/2003, Concursal, ambas de 9 de julio. Uno de los principales objetivos de la nueva legislación concursal se concretaba en el deseo de unificar sustantiva y procesalmente la regulación de todas las situaciones de insolvencia. Tal unificación se advierte en una de las grandes novedades del sistema, la creación de los Juzgados de lo Mercantil, en los cuales se residencia la totalidad de las competencias jurisdiccionales vinculadas con los conflictos que la insolvencia del deudor plantee. La Ley Concursal se modificó en 2009 y, más recientemente, por Ley 38/2011, de 10 de octubre, con la pretensión —entre otros objetivos— de mejorar la protección de los trabajadores afectados de empresas en situación de insolvencia.

			El artículo 181 LPL vio una nueva redacción tras la aprobación de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. Asimismo, los apartados 2 y 3 del artículo 122 LPL (extinción del contrato por causas objetivas), se modificaron tras la nueva redacción dada por la Ley 35/2010, de 17 de septiembre, de Medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo.

			— La Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial, en vigor desde el 4 de mayo de 2010, se presentó como uno de los medios para conseguir una justicia ágil, transparente y responsable, cuyo principal objetivo es racionalizar y optimizar los recursos destinados a la Administración de Justicia en todos sus ámbitos. En este nuevo diseño jugarán un papel protagonista los integrantes del Cuerpo Superior Jurídico de Secretarios Judiciales, tanto en el inicio del procedimiento (admisión de la demanda) como en su terminación (por ejemplo, a través de Decreto cuando hay acuerdo entre las partes); o en la fase de ejecución. También en el orden social desapareció la referencia al recurso de súplica y se reguló la autorización de la firma del recurso de suplicación por los graduados sociales.

			— Tras todos estos cambios, se aprobó la Ley 36/2011, de 10 de octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social (LRJS) (BOE del 11), que entró en vigor a los dos meses de su publicación, con el objetivo de concentrar en el orden social el conocimiento de todas aquellas materias que puedan calificarse como «sociales», agilizar el procedimiento laboral, utilizar las mejoras técnicas y adaptar la legislación procesal a la normativa vigente sin perder sus principios identificadores. Por último, en el Real Decreto-ley 3/2012, luego Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral, se han introducido importantes modificaciones procesales en materia de despido colectivo, suspensiones y reducciones de jornada. También el Real Decreto-ley 11/2013, de 2 de agosto, luego Ley 1/2014, de 28 febrero, para la protección de los trabajadores a tiempo parcial y otras medidas urgentes en el orden económico y social, ha modificado la LRJS en relación con la modalidad procesal del despido colectivo, acotando las causas de nulidad, estableciendo las especialidades de la impugnación individual de la extinción del contrato de trabajo en este marco y se permite que las sentencias que declaren nulo un despido colectivo sean directamente ejecutables, sin necesidad de acudir a procedimientos individuales.

			En conclusión, el orden social está especializado en las reclamaciones judiciales en materia laboral y de Seguridad Social. La LRJS de 2011 ha atribuido mayores competencias a los órganos de la jurisdicción social y ha incorporado nuevas modalidades procesales especiales (e incluye un proceso monitorio). La nueva regulación busca dos objetivos principales: agilizar los procesos y ofrecer un tratamiento unitario a los diversos elementos en que se desenvuelve el ámbito laboral, con ello quiere evitar el anterior peregrinaje de jurisdicciones. El artículo 2 LRJS describe la competencia material estableciendo con minuciosidad las cuestiones litigiosas de las que conoce el orden social. La LRJS abarca la regulación de los órganos judiciales competentes (Juzgados de lo Social, Salas de lo Social de los Tribunales Superiores de Justicia, Sala de lo Social de la Audiencia Nacional y Sala IV del Tribunal Supremo, arts. 6 a 9 LRJS), así como la legitimación y el procedimiento para llevar a cabo las reclamaciones.

			Como es tradicional en las Leyes rituales españolas se organiza en Libros:

			— Libro primero. Parte general (ejercicio de la potestad jurisdiccional, partes procesales, acumulación de acciones procesos y recursos, actos procesales, evitación del proceso, de los principios del proceso y deberes procesales).

			— Libro segundo. Del proceso ordinario y de las modalidades procesales (proceso ordinario, modalidades procesales —despidos y sanciones, reclamación al Estado del pago de salarios de tramitación en juicios por despido, extinción del contrato por causas objetivas, por despido colectivo y otras causas de extinción, vacaciones, materia electoral, movilidad geográfica, modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, derechos de conciliación, prestaciones de seguridad social, procedimiento de oficio y de impugnación de actos administrativos en materia laboral y de Seguridad Social no prestacionales, del proceso de conflictos colectivos, impugnación de convenios colectivos, impugnaciones relativas a los estatutos de los sindicatos y de las asociaciones empresariales, tutela de los derechos fundamentales y libertades públicas—, y audiencia al demandado rebelde).

			— Libro tercero. De los medios de impugnación (recursos contra providencias, autos, diligencias de ordenación y decretos; recurso de suplicación, recurso de casación y demás procesos atribuidos al conocimiento del Tribunal Supremo, recurso de casación para la unificación de doctrina, disposiciones comunes a los recursos de suplicación y casación), revisión de sentencias y laudos arbitrales firmes y del proceso de error judicial.

			— Libro cuarto. De la ejecución de sentencias (y demás títulos ejecutivos).

			5.3. LA LEY GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL


			La norma básica de protección social en nuestro país, que desarrolla el artículo 41 CE, es el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social (LGSS), que ha sufrido importantes modificaciones; por ejemplo, la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación y modernización del Sistema de Seguridad Social, reformó las distintas pensiones del sistema. Todo ello, sin olvidar las normas que sucesivamente han ido integrando a distintos regímenes especiales dentro del Régimen General o del Régimen Especial de Trabajadores Autónomos.

			La mayoría de las reformas del sistema público de protección social se venían realizando a través de políticas de concertación social, lo que ha facilitado su implantación «pacífica», en la lógica de proporcionar una legitimidad adicional a las decisiones de política legislativa (MONEREO). Todos estos cambios normativos han moldeado un sistema español de Seguridad Social con una serie de rasgos que ayudan de manera eficaz a la cohesión social y a la redistribución de la renta (Pacto de Toledo).

			Por obra del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de Medidas para Garantizar la Estabilidad Presupuestaria y de Fomento de la Competitividad, se modificaron aspectos importantes en materia de cotización a la Seguridad Social o desempleo (se redujo la cuantía de la prestación al 50 por 100 de la base reguladora a partir del día 181). En 2013 se aprobó el Real Decreto-ley 4/2013, de 22 de febrero, de medidas de apoyo al emprendedor y de estímulo del crecimiento y de la creación de empleo, luego Ley 11/2013, de 26 de julio, que matizó de manera importante la suspensión y extinción del derecho a la percepción de la prestación por desempleo y estableció reducciones y bonificaciones a la Seguridad Social aplicables a los jóvenes trabajadores por cuenta propia.

			— Como se ha dicho al enumerar las reformas del ET, por razones de extraordinaria y urgente necesidad, sin acuerdo social previo, se aprobó el Real Decreto-ley 5/2013, de 15 de marzo, de medidas para favorecer la continuidad de la vida laboral de los trabajadores de mayor edad y promover el envejecimiento activo, que abordó «medidas en el ámbito de la jubilación anticipada, la jubilación parcial, la compatibilidad entre vida activa y pensión, la lucha contra el fraude y las políticas de empleo. Estas medidas permiten satisfacer las Recomendaciones del Consejo de la UE de 10 de julio en el ámbito de la sostenibilidad del sistema de pensiones y el impulso del envejecimiento activo» (Exposición de motivos de la norma).

			— El Real Decreto-ley 11/2013, de 2 de agosto, en vigor desde el 4 de agosto, que se tramitó como proyecto de ley para convertirse en la Ley 1/2014, de 28 de febrero, para la protección de los trabajadores a tiempo parcial y otras medidas urgentes en el orden económico y social, en su Capítulo II recoge determinadas modificaciones que se introducen en la LGSS, en materia de protección social del trabajo a tiempo parcial, así su artículo 5 en relación con la disposición adicional cuarta y la transitoria primera. Esta norma se dicta para mantener la proporcionalidad tanto en el acceso al derecho a las prestaciones, pensiones y subsidios, como a su cuantía. Los cambios que introduce la nueva regulación vienen a desarrollar el «Acuerdo para la mejora de las condiciones de acceso a la protección social de los trabajadores a tiempo parcial» firmado el 31 de julio de 2013 por el Ministerio de Empleo y Seguridad Social y las organizaciones Comisiones Obreras, Unión General de Trabajadores, Confederación Española de Organizaciones Empresariales y Confederación Española de la Pequeña y Mediana Empresa. El Real Decreto-ley 11/2013 estableció modificaciones en la disposición adicional 7.ª LGSS, concretamente, en su regla 2.ª del apartado 1 (períodos de cotización necesarios para causar derecho a las prestaciones de la Seguridad Social) y en el párrafo c) de la regla tercera del apartado 1 (determinación de la cuantía de las pensiones de jubilación y de incapacidad permanente derivada de enfermedad común). Además, según reza en su Exposición de motivos, en el Capítulo III se introducen una serie de modificaciones para otorgar una mayor seguridad jurídica a los perceptores de las prestaciones y subsidios por desempleo para percibir y conservar la prestación y el subsidio. En el Real Decreto-ley 11/2013 ya se aclaran expresamente los supuestos de salida ocasional al extranjero con mantenimiento de la prestación y el subsidio (si es por un período máximo de quince días naturales dentro de un año natural) y los de suspensión por estancia en el extranjero (hasta un período de noventa días) o traslado de residencia al extranjero (por un período inferior a doce meses para la búsqueda o realización de trabajo, perfeccionamiento profesional o cooperación internacional).

			La Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización, ha establecido reducciones y bonificaciones en la cotización a la Seguridad Social de los trabajadores autónomos en situación de pluriactividad, autónomos de treinta años o más y para las personas con discapacidad que se establezcan como trabajadores por cuenta propia.

			— Por Real Decreto-ley 16/2013, de 20 de diciembre, de medidas para favorecer la contratación estable y mejorar la empleabilidad de los trabajadores, se ha modificado el artículo 109 LGSS en cuanto a los conceptos computables en la base de cotización del Régimen General de la Seguridad Social y se han incluido, entre otros: la totalidad del importe abonado a los trabajadores por pluses de transporte y distancia; las mejoras de las prestaciones de Seguridad Social, salvo las correspondientes a la incapacidad temporal; algunas asignaciones asistenciales; y la totalidad de los gastos normales de manutención y estancia generados en el mismo municipio del lugar del trabajo habitual del trabajador y del que constituya su residencia. También se ha establecido una nueva base mínima de cotización para determinados trabajadores autónomos a partir de 1 de enero de 2014.

			— La Ley 23/2013, de 23 de diciembre, reguladora del Factor de Sostenibilidad y del Índice de Revalorización del Sistema de Pensiones de la Seguridad Social, ha implantado el denominado «factor de sostenibilidad», a efectos de garantizar la viabilidad del sistema de Seguridad Social, afectando a parámetros como la edad de jubilación, los años cotizados o el importe de la pensión inicial. El primer año para su aplicación será el ejercicio 2019. Por otra parte, en la ley también se regula el índice de revalorización, que sustituye a partir del 1 de enero de 2014 al índice de referencia que se aplicaba desde 1997.

			El Real Decreto-ley 1/2014, de 24 de enero, de reforma en materia de infraestructuras y transporte, y otras medidas económicas, reduce el tipo de cotización por desempleo en los contratos de duración determinada a tiempo parcial y establece con efectos desde el 1 de enero de 2014, que «para los trabajadores autónomos que en algún momento del año 2013 y de manera simultánea hayan tenido contratado a su servicio un número de trabajadores por cuenta ajena igual o superior a diez, la base mínima de cotización tendrá una cuantía igual a la prevista como base mínima para los trabajadores encuadrados en el grupo de cotización 1 del Régimen General».

			El Real Decreto-ley 3/2014, de 28 de febrero, de medidas urgentes para el fomento del empleo y la contratación indefinida, en su artículo único establece una reducción de las cotizaciones empresariales por contingencias comunes a la Seguridad Social por contratación indefinida. Esta medida introduce una «tarifa plana» por contingencias comunes para los empresarios —no así para los trabajadores— que hagan nuevas contrataciones indefinidas, siempre que mantengan el empleo neto durante al menos tres años. Por ejemplo, si la contratación indefinida es a tiempo completo, 100 euros mensuales. Esta tarifa plana se puede compatibilizar con la bonificación mensual en la aportación empresarial a la cotización a la Seguridad Social por un importe de 300 euros, durante un período máximo de seis meses, por la contratación con carácter indefinido de personas beneficiarias del Sistema Nacional de Garantía Juvenil, siempre que el importe mensual a cotizar por la empresa o el trabajador autónomo no sea negativo, e incluso si la aplicación de ambos incentivos comporta un excedente a favor de la empresa o autónomo que ha contratado, dicho excedente se podrá aplicar para reducir la cotización de otro trabajador (Real Decreto-ley 8/2014, de 4 de julio, de aprobación de medidas urgentes para el crecimiento, la competitividad y la eficiencia). Como la finalidad es la creación de empleo indefinido neto, para beneficiarse de las reducciones previstas las empresas deberán cumplir una serie de requisitos, entre otros: hallarse al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y de Seguridad Social, no haber extinguido contratos de trabajo por causas objetivas o por despidos disciplinarios declarados judicialmente como improcedentes en los seis meses anteriores, celebrar contratos indefinidos que supongan un incremento tanto del nivel de empleo indefinido como del nivel de empleo total de la empresa, mantener durante un período de treinta y seis meses, tanto el nivel de empleo indefinido como el nivel de empleo total alcanzado con dicha contratación.

			Ya se ha indicado que la Ley 27/2011 habilitó al Gobierno para la elaboración de un nuevo texto refundido de la LGSS, mientras tanto la norma de referencia reguladora del sistema jurídico de Seguridad Social es el Real Decreto Legislativo 1/1994, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, que tiene la siguiente estructura:

			— Título I. Normas generales del sistema de la Seguridad Social.

			— Título II. Régimen General de la Seguridad Social.

			— Título III. Protección por desempleo.

			5.4. OTRAS LEYES LABORALES


			Se debe reseñar la existencia de normas aparecidas en los años noventa, que han venido a actualizar el derecho español y armonizarlo con el derecho de los demás Estados de la Unión Europea, entre otras, la Ley 14/1994, de 1 de junio, reguladora de las Empresas de Trabajo Temporal, que introdujo y legalizó por vez primera esta figura. En la Ley 3/2012, de 6 de julio, se permitió que las empresas de trabajo temporal pudieran actuar como agencias de colocación. Ahora, en el capítulo III del Real Decreto-ley 8/2014, de 4 de julio, de aprobación de medidas urgentes para el crecimiento, la competitividad y la eficiencia, se han introducido importantes modificaciones en su regulación, por ejemplo, también podrán desarrollar actividades de formación para la cualificación provisional conforme a la normativa específica de aplicación, así como de asesoramientos y consultoría de recursos humanos.

			Por otro lado, destacar la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales (LPRL), que modernizó la vieja Ordenanza de Seguridad e Higiene en el trabajo del año 1971, y sus normas concordantes, elevando a rango de ley aspectos tan importantes como son la seguridad y salud en el trabajo. La LPRL fue objeto de una importante modificación por obra de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre, de reforma del marco normativo de la prevención de riesgos laborales. La LPRL desarrolla el artículo 40.2 CE y es el resultado de un largo proceso de concertación social y posterior tramitación parlamentaria por la que se procedió a la transposición de la Directiva Marco 89/391, de 12 de junio, relativa a la aplicación de las medidas para promover la mejora de la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo. Siguiendo esta línea, se han dictado la Ley 10/1997, de 24 de abril, de información y consulta de los trabajadores en empresas y grupos de empresas de dimensión comunitaria, y años más tarde la Ley 31/2006, 18 de octubre, de implicación de los trabajadores en las sociedades anónimas y cooperativas europeas, norma a la que se añadió un nuevo Título IV que regula los supuestos de fusiones transfronterizas intracomunitarias con domicilio en España y los derechos de participación de los trabajadores, mediante la modificación que introdujo la Ley 3/2009, de 3 de abril, sobre modificaciones estructurales de las sociedades mercantiles.

			Por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, se aprobó el Texto Refundido de la Ley de Infracciones y Sanciones de Orden Social (LISOS), que pretende ser un texto único de la normativa sancionadora, y para ello deroga una serie de normas, así el Título IV del Estatuto de los Trabajadores (por ello ahora sólo tiene tres como antes se dijo), y determinados artículos de la Ley de Prevención del Riesgos Laborales.

			Por último, subrayar que cada vez son más las normas de contenido diverso que inciden en la materia laboral, un destacable ejemplo, es la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, que ha sufrido sucesivas e importantes modificaciones y desarrollos en los últimos años. Otro ejemplo es la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, que se ha convertido en palabras del legislador en una especie de «código» de igualdad por sexos, y en ese sentido modificó no sólo las leyes ya mencionadas, Estatuto de los Trabajadores y Ley de Procedimiento Laboral, sino también la Ley de Infracciones y Sanciones del Orden Social, la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, la Ley de Empleo y la Ley General de Seguridad Social. En el año 2007 también se promulgaron otras dos normas con transcendencia laboral, por un lado, la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto básico del empleado público, cuyo contenido afecta también en alguno de sus apartados a los trabajadores públicos con contrato laboral; y por otro lado, la Ley 20/2007, reguladora del Estatuto de trabajo autónomo, que incorporó la nueva figura del trabajador autónomo económicamente dependiente. Sin olvidar la permanente utilización del Real Decreto-ley como ocasión para introducir modificaciones, más o menos puntuales, en cualquier norma laboral, como ha sucedido con el Real Decreto-ley 8/2014, que reduce el artículo 16 ET a lo que antes era su apartado primero.

			6. TEXTOS PARA EL DEBATE

			6.1. RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD CONTRA EL REAL DECRETO-LEY 17/1977

			STC 11/1981, de 8 de abril

			FALLO. En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN ESPAÑOLA. Ha decidido:

			«1.º Desestimar las causas de inadmisibilidad propuestas por el Abogado del Estado.

			2.º Estimar parcialmente el recurso y, en su virtud, hacer las siguientes declaraciones sobre el Real Decreto-Ley 17/77.

			a) Que el artículo 3 no es inconstitucional siempre que se entienda que el ejercicio del derecho de huelga, que pertenece a los trabajadores, puede ser ejercitado por ellos personalmente, por sus representantes y por las organizaciones sindicales con implantación en el ámbito laboral al que la huelga se extienda, y que son inconstitucionales las exigencias establecidas en dicho artículo de que el acuerdo de huelga se adopte en cada centro de trabajo (apdo. 1.º), la de que a la reunión de los representantes haya de asistir un determinado porcentaje [apdo. 2.ºa)] y la de que la iniciativa para la declaración de huelga haya de estar apoyada por un 25 por 100 de los trabajadores.

			b) Que el apartado 1.º del artículo 5 no es inconstitucional referido a huelgas cuyo ámbito no exceda de un sólo centro de trabajo, pero que lo es, en cambio, cuando las huelgas comprendan varios centros de trabajo.

			c) Que es inconstitucional el apartado 7.º del artículo 6 en cuanto atribuye de manera exclusiva al empresario la facultad de designar los trabajadores que durante la huelga deban velar por el mantenimiento de los locales, maquinaria e instalaciones.

			d) Que es inconstitucional el párrafo 1.º del artículo 10 en cuanto faculta al Gobierno para imponer la reanudación del trabajo, pero no en cuanto le faculta para instituir un arbitraje obligatorio, siempre que en él se respete el requisito de imparcialidad de los árbitros.

			e) Que no es inconstitucional el párrafo 2.º del artículo 10 que atribuye a la autoridad gubernativa la potestad de dictar las medidas necesarias para determinar el mantenimiento de los servicios esenciales a la comunidad, en cuanto que el ejercicio de esta potestad está sometido a la jurisdicción de los tribunales de justicia y al recurso de amparo ante este Tribunal.

			f) Que es inconstitucional la expresión «directamente» del apartado b) del artículo 11.

			g) Que son inconstitucionales el apartado b) del artículo 25 y el artículo 26.

			3.º Desestimar las restantes pretensiones de los recurrentes».

			6.2. ¿EL DERECHO DEL TRABAJO ES UN ORDENAMIENTO COMPENSADOR E IGUALADOR?


			STC 3/1983, de 25 de enero

			«Esta es la situación que subyace en la cuestión debatida, pues la disparidad normativa se asienta sobre una desigualdad originaria entre trabajador y empresario que tiene su fundamento no sólo en la distinta condición económica de ambos sujetos, sino en su respectiva posición en la propia y especial relación jurídica que los vincula, que es de dependencia o subordinación de uno respecto del otro, y que posee una tradición que es innecesario concretar, en todo el amplio conjunto de consecuencias derivadas de dicha relación. Se trata, pues, de una desigualdad subjetiva a la que atiende el ordenamiento jurídico mediante un tratamiento diferenciado, y que no se quiebra por la contemplación aislada de supuestos excepcionales realmente existentes en que la elevada cualificación del trabajador, su remuneración o su relativa autonomía en la prestación del trabajo, reduzcan o maticen las respectivas posiciones de las partes. El legislador, al regular las relaciones de trabajo, contempla necesariamente categorías y no individuos concretos y, constatando la desigualdad socioeconómica del trabajador respecto al empresario, pretende reducirla mediante el adecuado establecimiento de medidas igualatorias.

			De todo ello deriva el específico carácter del Derecho laboral, en virtud del cual, mediante la transformación de reglas indeterminadas que aparecen indudablemente ligadas a los principios de libertad e igualdad de las partes sobre los que se basa el Derecho de contratos, se constituye como un ordenamiento compensador e igualador en orden a la corrección, al menos parcialmente, de las desigualdades fundamentales. Y en el tema que importa a la cuestión debatida debe destacarse, que a esta finalidad sirven no sólo las normas sustantivas sino también las procesales, porque superando tendencias que creían que el Derecho procesal era un conjunto de normas neutras y aisladas del Derecho sustantivo, resulta patente que ambos son realidades inescindibles, actuando aquél como un instrumento más, y de singular importancia, para el cumplimiento de los fines pretendidos por éste».

			Voto particular a la STC de 16 de julio de 2014

			«Por ello el Derecho del Trabajo ha sido una pieza esencial en el proceso de construcción del Estado social, y sigue siendo un instrumento básico para garantizar que el Estado cumpla los fines que así lo caracterizan y que se resumen en procurar una mayor igualdad social y, por tanto, en proteger a los sectores sociales menos favorecidos (art. 1.1, en relación con el art. 9.2, ambos del texto constitucional). Son muchas las sentencias en las que este Tribunal se pronuncia sobre el carácter tuitivo y compensador del Derecho del Trabajo y sobre su función, por ende, de tutela del trabajo, erigiéndose ese sector del ordenamiento, desde el propio texto constitucional, en un ordenamiento esencialmente juridificado, limitador de la autonomía de la voluntad de las partes contratantes, en especial, de la autonomía negocial del empresario y de sus poderes de organización y dirección (entre otras muchas, SSTC 11/1981, de 8 de abril; 26/1981, de 17 de julio; 3/1983, de 25 de enero; 142/1993, de 22 de abril, y 125/1995, de 24 de julio)».

			6.3. ¿ES CORRECTA LA PERMANENTE UTILIZACIÓN DEL DECRETO-LEY COMO INSTRUMENTO NORMATIVO?


			STC 6/1983, de 4 de febrero

			«El instituto del Decreto-ley se encuentra regulado por el artículo 86.1 de la Constitución, que permite que el Gobierno utilice este instrumento y dicte este tipo de disposición, aunque lo somete a unos estrictos límites y a unas concretas coordenadas, entre las cuales hay que recordar, como las más destacadas, que exista una situación que pueda calificarse como de “extraordinaria y urgente necesidad”, que en ningún caso se afecte al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, al de los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el título I, al régimen de las Comunidades Autónomas y al Derecho electoral general y que las normas así creadas, sean inmediatamente sometidas a debate y votación en el Congreso de los Diputados, el cual ha de pronunciarse sobre su convalidación o derogación.

			De este modo, nuestra Constitución ha adoptado una solución flexible y matizada respecto del fenómeno del Decreto-ley, que, por una parte, no lleva a su completa proscripción en aras del mantenimiento de una rígida separación de los poderes, ni se limita a permitirlo en forma totalmente excepcional en situaciones de necesidad absoluta, entendiendo por tales aquellas en que puede existir un peligro inminente para el orden constitucional. Nuestra Constitución ha contemplado el Decreto-ley como un instrumento normativo, del que es posible hacer uso para dar respuesta a las perspectivas cambiantes de la vida actual, siempre que su utilización se realice bajo ciertas cautelas. Lo primero quiere decir que la necesidad justificadora de los Decretos-leyes no se puede entender como una necesidad absoluta que suponga un peligro grave para el sistema constitucional o para el orden público entendido como normal ejercicio de los derechos fundamentales y libertades públicas y normal funcionamiento de los servicios públicos, sino que hay que entenderlo con mayor amplitud como necesidad relativa respecto de situaciones concretas de los objetivos gubernamentales, que, por razones difíciles de prever, requieren una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes».

			6.4. ¿DEBE RESPETAR EL EMPRESARIO EL EJERCICIO DEL DERECHO DE HUELGA AUNQUE EXISTAN INDICIOS DE QUE ES ILEGAL O IRREGULAR?


			SAN 104/2012, de 26 de septiembre, Recurso 156/2012

			«El artículo 28 de la Constitución española configura como derecho fundamental el derecho de huelga en los siguientes términos: “Se reconoce el derecho de huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La Ley que regule el ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad”. A pesar de que el Tribunal Constitucional declaró que tal derecho precisa una regulación legal, los sucesivos gobiernos democráticos de España —han transcurrido más de 30 años desde que fue promulgada la Constitución Española— no han llevado a las cámaras legislativas el oportuno proyecto de Ley, que ha de ser además Orgánica. Así, nos encontramos con el dato de que el derecho de huelga es el único derecho fundamental que carece del desarrollo previsto para los derechos de su mismo rango.

			En esta materia, ha de acudirse a un Real Decreto-Ley promulgado en 1977, es decir cuando no existía la Norma Suprema. La vigente regulación sigue siendo, pues, provisional. El artículo 11 del R.D.L.R.T. declara ilegales varios tipos de huelgas:

			— Las huelgas políticas, es decir, las “huelgas que se inicien o sostengan por motivos políticos”. Tenor que ha sido cabalmente interpretado por los tribunales laborales en el sentido de que no es huelga política la que obedece al móvil de protestar contra una decisión de los poderes públicos que afecta al interés profesional de los trabajadores (STCT 2 de noviembre de 1987) y la que reivindica mejoras en el ámbito general de las relaciones laborales (STS 19 de diciembre de 1989).

			— Las huelgas de solidaridad, cuando el interés tutelado sea absolutamente ajeno al de los trabajadores huelguistas. No es necesario que los intereses perseguidos por la huelga sean los de los mismos huelguistas, pues puede mediante la huelga tutelarse los intereses de la categoría de los trabajadores (STCo 116/81).

			— Las huelgas novatorias, esto es, las que pretendan alterar durante su vigencia un convenio colectivo estatutario.

			El ejercicio del derecho de huelga se realiza conforme al procedimiento previsto en el RDLRT que, depurado por la STCo 11/81, queda, en síntesis como sigue:

			— La huelga puede ser declarada bien por los representantes de los trabajadores mediante decisión mayoritaria, entendiendo por tales tanto los representantes unitarios como los sindicatos con implantación en el ámbito de la huelga, bien directamente por los propios trabajadores del centro de trabajo mediante votación secreta y mayoría simple.

			— El acuerdo de convocatoria de la huelga debe ser notificado al empresario o empresarios afectados y a la autoridad laboral por los representantes de los trabajadores, con cinco días de antelación o con diez días cuando la huelga afecte a empresas encargadas de cualquier clase de servicios públicos. En dicha notificación escrita debe hacerse constar los objetivos de la huelga, las gestiones realizadas para resolver el conflicto, la fecha de inicio de la huelga y la composición del comité de huelga.

			— La dirección del desarrollo de la huelga la encomienda el RDLRT al “comité de huelga”, que estará integrado por trabajadores del centro o de los centros afectados por el conflicto en número no superior a doce. “Corresponde al comité de huelga participar en cuantas actuaciones sindicales, administrativas o judiciales se realicen para la solución del conflicto” (art. 5 RDLRT).

			— Durante la huelga, los trabajadores pueden hacer publicidad de la misma “en forma pacífica y llevar a efecto recogida de fondos sin coacción alguna” (art. 6.6 RDLRT). Encaja aquí la figura del piquete de huelga que, en la medida en la que se limite a persuadir por medios pacíficos —sin violencias, coacciones o amenazas— de la bondad de la huelga, forma parte del contenido esencial del derecho de huelga (STCo 254/88).

			La postura del empresario ante la huelga no puede ser otra que la de respetar el ejercicio de este derecho, con independencia de que en principio existan indicios de que la huelga es ilegal o irregular. En tal caso, la empresa ha de acudir a la jurisdicción social para que sea el órgano judicial quien declare que la huelga es —en su caso— ilegal, pudiendo interesar la adopción de las oportunas medidas cautelares que en este caso no ha hecho Correos pues, teniendo conocimiento de las convocatorias de huelga, lo que hace es dictar una Resolución que firma su director de Recursos Humanos en la que se dice literalmente que la huelga comunicada el 23 de enero se considera ilegal».

			6.5. ¿INTERCEPTAR EL CORREO ELECTRÓNCIO Y LAS COMUNICACIONES DEL TRABAJADOR VULNERA LOS DERECHOS A LA INTIMIDAD PERSONAL Y AL SECRETO DE LAS COMUNICACIONES?


			STC 170/2013, de 7 de octubre

			«En la demanda de amparo, el recurrente aduce que la interpretación efectuada por la citada Sentencia del Tribunal Superior de Justicia respecto a la admisibilidad de las pruebas en que la empresa funda el despido del demandante vulnera sus derechos a la intimidad personal (art. 18.1 CE) y al secreto de las comunicaciones (art. 18.3 CE), habiéndose producido una extralimitación del empresario en sus facultades de control por haber interceptado de forma ilícita el contenido del correo electrónico y las comunicaciones del trabajador que han servido de fundamento a su despido disciplinario.

			[…] En el supuesto ahora enjuiciado, el examen de las actuaciones permite constatar que, ya en su demanda de despido, el actor puso de manifiesto que en ningún momento había autorizado a la empresa que pudiera acceder al contenido de sus comunicaciones efectuadas a través del correo electrónico.

			[…] Despejados los óbices procesales aducidos, y entrando ya en el fondo de la cuestión planteada, procede analizar si la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia impugnada vulnera los derechos a la intimidad y al secreto de las comunicaciones, al haber considerado como prueba lícita en el proceso de despido la aportación por la empresa del contenido de determinados correos electrónicos del trabajador recurrente, cuya obtención tuvo lugar mediante el acceso a un ordenador portátil propiedad de la empresa.

			[…] La controversia a resolver versa, por tanto, sobre la necesaria delimitación de bienes e intereses de relevancia constitucional en el marco de las relaciones laborales: los derechos del trabajador a la intimidad y al secreto de las comunicaciones (arts. 18.1 y 18.3 CE), y el poder de dirección del empresario. Éste, como hemos señalado en otros pronunciamientos, es imprescindible para la buena marcha de la organización productiva —reflejo de los derechos proclamados en los arts. 33 y 38 CE— y se reconoce expresamente en el artículo 20 LET; en su apartado 3 se atribuye al empresario la facultad de adoptar las medidas que estime más oportunas de vigilancia y control para verificar el cumplimiento por el trabajador de sus obligaciones y deberes laborales, guardando en su adopción y aplicación la consideración debida a su dignidad humana (SSTC 98/2000, de 10 de abril, FJ 5; 186/2000, de 10 de julio, FJ 5; 241/2012, de 17 de diciembre, FJ 4).

			Asimismo hemos de tener en cuenta que, conforme a nuestra reiterada doctrina del derecho a la intimidad no es absoluto —como no lo es ningún derecho fundamental—, pudiendo ceder ante intereses constitucionalmente relevantes, siempre que el límite que aquél haya de experimentar se revele como necesario para lograr un fin constitucionalmente legítimo y sea proporcionado (STC 115/2013, de 9 de mayo, FJ 5; o SSTC 143/1994, de 9 de mayo, FJ 6; 70/2002, de 3 de abril, FJ 10).

			[…] c) Las anteriores consideraciones de la doctrina de este Tribunal ponen de relieve que el uso del correo electrónico por los trabajadores en el ámbito laboral queda dentro del ámbito de protección del derecho a la intimidad; también que serán las circunstancias de cada caso las que finalmente determinen si su fiscalización por la empresa ha generado o no la vulneración de dicho derecho fundamental. En el recurso ahora enjuiciado, la traslación de nuestra doctrina a las circunstancias del supuesto nos lleva a alcanzar las siguientes conclusiones.

			[…] Aplicando similar razonamiento al seguido en nuestra STC 186/2000, de 10 de julio, FJ 7, relativa a la instalación de un circuito cerrado de televisión en el lugar de trabajo, con igual conclusión a la allí alcanzada, ha de afirmarse aquí que el acceso por la empresa a los correos electrónicos del trabajador reunía las exigencias requeridas por el juicio de proporcionalidad. Se trataba en primer lugar de una medida justificada, puesto que, conforme consta en la sentencia de instancia, su práctica se fundó en la existencia de sospechas de un comportamiento irregular del trabajador. En segundo término, la medida era idónea para la finalidad pretendida por la empresa, consistente en verificar si el trabajador cometía efectivamente la irregularidad sospechada: la revelación a terceros de datos empresariales de reserva obligada; al objeto de adoptar las medidas disciplinarias correspondientes. En tercer lugar, la medida podía considerarse necesaria, dado que, como instrumento de transmisión de dicha información confidencial, el contenido o texto de los correos electrónicos serviría de prueba de la citada irregularidad ante la eventual impugnación judicial de la sanción empresarial; no era pues suficiente a tal fin el mero acceso a otros elementos de la comunicación como la identificación del remitente o destinatario, que por sí solos no permitían acreditar el ilícito indicado. Finalmente, la medida podía entenderse como ponderada y equilibrada.

			[…] En consecuencia y como ya se ha indicado, una vez ponderados los derechos y bienes en conflicto en los términos vistos, este Tribunal considera que la conducta empresarial de fiscalización ha sido conforme a las exigencias del principio de proporcionalidad.

			[…] En atención, pues, a las consideraciones realizadas, debemos rechazar que se haya lesionado el derecho a la intimidad personal consagrado en el artículo 18.1 CE. Procede pues desestimar la demanda y pronunciar un fallo denegatorio del amparo».

			6.6. RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD CONTRA LA LEY 3/2012

			STC de 16 de julio de 2014

			En el recurso de inconstitucionalidad número 5603-2012, interpuesto por el Parlamento de Navarra, contra la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral. Ha comparecido y formulado alegaciones el Abogado del Estado. Ha sido Ponente el Magistrado don Andrés Ollero Tassara, quien expresa el parecer del Tribunal.

			I. Antecedentes. 1. Mediante escrito que tuvo entrada en el registro general de este Tribunal el día 5 de octubre de 2012, el Letrado del Parlamento de Navarra, en la representación que legalmente ostenta, presentó recurso de inconstitucionalidad contra los artículos 4 y 14.uno y tres, y, por conexión, artículo 14.dos y disposición adicional 5.ª de la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral […]

			II. Fundamentos Jurídicos […] 5. La previsión impugnada en el presente recurso de constitucionalidad es únicamente, en suma, la que establece (párrafo octavo del art. 82.3 LET, en la redacción dada por el art. 14.uno de la Ley 3/2012) que cuando el período de consultas entre los representantes de los trabajadores y la empresa finalice sin acuerdo, no resultando aplicables los procedimientos mencionados en el párrafo anterior (resolución de la discrepancia por la comisión del convenio o bien mediante los procedimientos de solución de conflictos establecidos en los acuerdos interprofesionales de ámbito estatal o autonómico previstos en el art. 83 LET) o no habiendo solventado la discrepancia, «cualquiera de las partes podrá someter la decisión de la misma» a la CCNCC o a los órganos correspondientes de las Comunidades Autónomas en función del ámbito geográfico de la inaplicación. Estos órganos resolverán la discrepancia mediante decisión «adoptada en su propio seno o por un árbitro designado al efecto por ellos mismos con las debidas garantías para asegurar su imparcialidad»; esta decisión, que habrá de dictarse en un plazo no superior a veinticinco días a contar desde la fecha del planteamiento del conflicto ante dichos órganos, tiene «la eficacia de los acuerdos alcanzados en período de consultas» y siendo únicamente recurrible conforme al procedimiento y en base a los motivos previstos en el artículo 91 LET para los convenios colectivos.

			[…]

			B) Procede ahora examinar la pretendida infracción del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE); la norma impugnada impondría, según el Parlamento recurrente, restricciones al control judicial de la decisión de la CCNCC, al establecer unos motivos tasados de impugnación entre los que no se incluye el motivo capital de la concurrencia del hecho causal determinante de la inaplicación del convenio, así como de la pertinencia y coherencia de las modificaciones introducidas con la finalidad perseguida por el descuelgue. […] En definitiva, interpretado el precepto en el sentido de que cabe un control judicial pleno sobre la adecuación normativa de la decisión o laudo arbitral de la CCNCC u órgano equivalente de las Comunidades Autónomas, acotado a los aspectos jurídicos propios del conocimiento de la jurisdicción, incluido el control sobre la concurrencia de las causas y la adecuación a ellas de las medidas adoptadas, hemos de descartar que el párrafo octavo del artículo 82.3 LET, en la redacción dada por el artículo 14.uno de la Ley 3/2012, resulte contrario al derecho a la tutela judicial reconocido en el artículo 24.1 CE. Esta interpretación de conformidad se llevará al fallo.

			FALLO: En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN ESPAÑOLA: Ha decidido 1.º Declarar que el párrafo octavo del artículo 82.3 del Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, en la redacción dada por el artículo 14.Uno de la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral, es conforme con la Constitución, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 5.B). 2.º Desestimar el recurso en todo lo demás.

			7. TEST

			1. La norma preconstitucional, Real Decreto-ley de Relaciones del Trabajo, de 4 de marzo de 1977:

			a) Reguló el derecho de huelga y fue derogado por la aprobación mediante referéndum de la Constitución de 1978.

			b) Reguló el derecho de huelga y aún sigue vigente sin haberse creado legislación sobre este derecho posteriormente.

			c) Fue la primera norma que reguló el derecho de huelga, aún sigue vigente, pero se ha creado nueva legislación sobre ese derecho, en concreto hay sentencias del Tribunal Constitucional.

			d) No reguló el derecho de huelga, ni produjo un salto cualitativo y cuantitativo en los derechos de conflictos colectivos de los trabajadores.

			2. Cuál de las siguientes afirmaciones es la correcta:

			a) El derecho al trabajo es un derecho fundamental.

			b) El derecho a la huelga no es un derecho fundamental.

			c) Los derechos fundamentales se recogen en los artículos 14 a 29 CE, ambos incluidos.

			d) La Constitución española de 1978 no recoge los derechos fundamentales.

			3. Los comienzos del Derecho del Trabajo se vieron marcados por:

			a) La no intervención del Estado.

			b) Las nuevas formas de trabajo tras la Revolución industrial.

			c) La creación de los gremios.

			d) El abandono del capitalismo.

			4. El derecho de huelga:

			a) Se reconoce en el artículo 25 de la Constitución española.

			b) Es un derecho fundamental recogido en la Constitución española de 1978.

			c) Se ha regulado por un Real Decreto-ley de 2012.

			d) Es un derecho económico y social reconocido en la Constitución española de 1978.

			5. El derecho de libertad sindical:

			a) Se ha regulado por una Ley Orgánica.

			b) Se ha desarrollado por la Ley Ordinaria de Libertad Sindical.

			c) Se debe regular mediante Decreto-ley o Decreto Legislativo.

			d) Todas falsas.

			6. La modalidad contractual de «apoyo a los emprendedores»:

			a) Es un tipo de contrato temporal.

			b) Se ha recogido por primera vez en el Real Decreto-ley 3/2012, de 10 de febrero.

			c) Es una modalidad contractual indefinida.

			d) Son ciertas b) y c).

			7. La cuestión social:

			a) Es un debate ideológico del siglo XXI.

			b) Permitió la negociación de empresarios y trabajadores.

			c) Obligó al Estado liberal a intervenir en las relaciones privadas.

			d) Es un derecho que pronto se empezó a reconocer en las distintas Constituciones europeas.

			8. La OIT:

			a) Es una Organización Internacional de Trabajadores de todo el mundo.

			b) Es una organización dependiente de la Unión Europea.

			c) Se creó tras la Segunda Guerra Mundial.

			d) Todas las respuestas son falsas.

			9. La primera redacción del Estatuto de los Trabajadores se produjo:

			a) En el año 1980.

			b) En 1977, poco antes de aprobarse la Constitución española.

			c) Mediante Texto Refundido por Ley 1/1995.

			d) Por Ley Orgánica 1/1980.

			10. En muchas ocasiones, las distintas reformas y modificaciones de la Ley del Estatuto de los Trabajadores se han producido por:

			a) Orden del Ministerio de Empleo y Seguridad Social.

			b) Real Decreto del Gobierno.

			c) Real Decreto-ley.

			d) Por Real Decreto-ley aprobado por el Senado y luego convalidado en el Congreso.
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